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Resumen 
ejecutivo

Entre 2021 y 2022, la Registraduría Nacional del Estado Civil de Colom-
bia (en adelante RNEC o Registraduría), anuló los registros civiles de na-
cimiento de las personas nacidas en el exterior, cuyos padres son colom-
bianos (y quienes inherentemente tienen derecho a la nacionalidad co-
lombiana). En consecuencia, también fueron anuladas sus cédulas de 
ciudadanía; esta decisión afectó a cerca de 40 mil personas . Informes 
de la Red de Litigio Estratégico en Migración (Becerra et al., 2022) y de 
Refugiados Unidos y la Corporación Opción Legal (2022) han mostrado 
que la Registraduría, de manera injustificada y desconociendo derechos 
fundamentales -debido proceso, motivación de los actos administrativos, 
notificación, legalidad, igualdad, habeas data, salud, entre otros-, privó 
de manera arbitraria de la nacionalidad a varias decenas de miles de 
personas.

Complementando estos análisis jurídicos, y centrado en una investiga-
ción científico-social cualitativa de testimonios, el presente informe estu-
dia los impactos sobre las vidas de las personas afectadas y sus familia-
res. El hallazgo central es que esta privación causó daño multidimensio-
nal y prevenible. Por consiguiente, se busca, a través de esta investiga-
ción sensibilizar a diferentes sectores de la sociedad sobre los perjuicios 
que implica la privación arbitraria de la nacionalidad, en busca de que 
no se repita una situación similar.

Recogimos testimonios de una muestra estratificada de quienes sufrie-
ron la privación arbitraria de la nacionalidad. Los analizamos para esta-
blecer las afectaciones a sus vidas y a las de sus familiares, utilizando 
herramientas de rastreo de procesos y comparaciones al interior y entre 
casos, guiados por teoría sociológica. A lo largo del informe, incluimos las 
voces y fragmentos narrativos de los afectados, lo que hace a este docu-
mento un testimonio de los individuos mismos que sufrieron esta priva-
ción.

11  Se advierte que, a pesar de distintas notas de prensa donde se citan declaraciones del director nacional de Registro Civil, Rodrigo Pérez 
Monroy, sobre la cancelación de más de 42.000 cédulas de ciudadanía (Semana, 2022; Pardo, 2022; Escobar, 2022), nos referiremos a una cifra 
que ronda los 40.000 afectados. Lo anterior, de acuerdo con los datos expuestos por la Registraduría Nacional del Estado Civil en la audiencia 
número 6 de 184 periodos ordinarios sociales de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sobre la “Situación del derecho a la 
nacionalidad de personas migrantes en Colombia”, que tuvo lugar el 22 de junio de 2022. En dicha oportunidad, el señor Pérez Monroy recono-
ció la anulación de 39.734 registros civiles de nacimiento colombianos, de los cuales 25.439 corresponden a personas nacidas en Venezuela 
(Comisión Interamericana de Derechos Humanos [CIDH], 2022, 34m41s).

11
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La privación arbitraria de la nacionalidad se da a partir de un proyecto 
denominado “revisión de registros civiles de nacimiento extemporáneos”. 
Esto derivó en un procedimiento de anulación del registro civil de naci-
miento y la consecuente cancelación de cédulas de ciudadanía a un gran 
número de nacionales colombianos nacidos en el exterior y que no se ins-
cribieron dentro del Registro Civil de Nacimiento durante los 30 días 
posteriores a su nacimiento. En vista de que la mayoría de los afectados 
son ciudadanos binacionales colombo-venezolanos, debemos conside-
rar la migración de retorno como uno de los elementos contextuales más 
importantes de este estudio.

La inestabilidad política, el deterioro económico y las problemáticas de 
seguridad en Venezuela han forzado el retorno a Colombia de más de 
980 mil personas binacionales colombo-venezolanas en los últimos siete 
años (Castillo, 2022; GIFMM, 2022; Robayo, 2022). Este país fue uno de los 
receptores con mayor número de colombianos desplazados o que migra-
ron de manera forzosa (Comisión de la Verdad, 2019). Sin embargo, una 
cantidad importante de personas colombianas que tuvieron que pasar 
por esta movilidad humana forzada, o sus descendientes, se han visto 
obligados a retornar a Colombia desde 2015 (Acosta et al., 2019). Esto im-
plica una continuidad en el fenómeno debido a que el retorno no “corres-
ponde con el flujo típico de quienes regresan a su país de origen de forma 
voluntaria, planificada y, con frecuencia, exitosa” (CDH-UCAB, 2022, p. 10), 
según las condiciones en las que se produce. Hoy, cerca de 41 mil perso-
nas -una mayoría de ellas binacionales retornadas (CIDH, 2022, 34m41s)- 
fueron privadas arbitrariamente de su nacionalidad.

La Registraduría Nacional del Estado Civil es la autoridad encargada de 
la inscripción y expedición del registro civil de nacimiento y de la cédula 
de ciudadanía; ambos documentos son utilizados para demostrar la na-
cionalidad (Ley 962, 2005, Art. 38).

contexto1
En el marco de sus funciones, y reconociendo que “las condiciones en el 
vecino país no hacen factible la apostilla de documentos a nuestros con-
nacionales y por tanto los imposibilita a acceder al procedimiento ordina-
rio de identificación” (RNEC, 2016), la Registraduría estableció un proce-
dimiento excepcional que permitió tramitar el registro civil de nacimiento 
a hijos de colombianos nacidos en Venezuela sin la necesidad de presen-
tar documentos apostillados, sino solo la declaración de dos testigos . 
Esta medida estuvo vigente desde el 2016 hasta el 14 de noviembre de 
2020, fecha en la que determinó que ya no era necesaria. A partir de esto, 
y mediante la Resolución 7300 de 2021, la entidad inició el proyecto de 
anulación de registros civiles de nacimiento y la consecuente cancela-
ción de cédulas de ciudadanía que afectó a cerca de 41 mil personas. Un 
número significativo de ellas habían accedido a la nacionalidad colom-
biana gracias a esta medida excepcional.

Tal como muestran estudios de la sociedad civil (Becerra et al., 2022 y RU 
y COL, 2022), esta actuación vulneró el debido proceso, ya que no se reali-
zó de forma adecuada la notificación del inicio de este procedimiento por 
parte de la registraduría a las personas potencialmente afectadas; por 
tanto se afectó el derecho a la defensa, no hubo argumentación, ni valo-
ración probatoria suficiente para la toma de esta decisión; además la ac-
tuación fue masiva y no individualizada; entre otras fallas jurídicas impor-
tantes como, por ejemplo, que el procedimiento iba en contra de sus pro-
pias normas . Tal como lo indican los informes mencionados, la actuación 
de la RNEC vulnera los derechos de miles de ciudadanos. Más aún, en 
sus resoluciones, la entidad no ponderó los impactos que esta acción ten-
dría sobre los individuos y las familias afectadas.

A pesar que recientemente, gracias a una orden de la Corte Constitucio-
nal colombiana (Sentencia T-393/22, 2022), la Registraduría ha vuelto a 
adoptar medidas para suplir la apostilla con dos testigos cuando su exi-

12

13

12 El procedimiento consistía en que, en vez de la apostilla, se pudiese hacer la inscripción en el registro civil con la declaración de dos testigos, 
los cuales debían diligenciar unos formatos específicos llamados RAFT-13 y RAFT-14 para probar la veracidad de sus declaraciones.

13 El artículo 5049 del Decreto 1260 de 1970 y el Decreto 1069 de 2015, modificado por el 356 de 2017, ampara la presentación de dos testigos y 
de una partida de nacimiento sin apostillar como requisitos suficientes para expedir un registro civil y la consecuente cédula.
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gencia resulte desproporcionada, irrazonable e injustificada (Circular 
Única de Registro Civil e Identificación - Versión 7, 2022), la privación ar-
bitraria de la nacionalidad mediante la cancelación de cédulas sin ga-
rantizar el debido proceso, sigue afectando a miles de personas, en su 
mayoría colombo-venezolanas. El presente documento se centra en ana-
lizar de manera sistemática los efectos que tuvo la cancelación de la 
cédula sobre las personas y sus familias.+

El presente informe reporta los resultados de una investigación basada 
en entrevistas semiestructuradas con técnicas de cursos de vida y de la 
historia oral. Se recogieron diez testimonios que, en su conjunto, forman 
una muestra teóricamente estratificada de personas binacionales (co-
lombo-venezolanas) cuyas cédulas fueron canceladas. Se analizaron me-
diante el rastreo de procesos, el método de comparación longitudinal y 
entre casos, y triangulando con fenómenos establecidos en la literatura 
sociológica en torno a la incorporación y exclusión de migrantes, así 
como el conocimiento de los abogados y abogadas de las organizacio-
nes autoras. La metodología que se emplea fue construida por investiga-
dores que analizan los efectos de las políticas públicas en la trayectoria 
individual y familiar entre migrantes en Estados Unidos (Besserer Rayas 
y Smith), y toma como marco teórico los estudios de Estados Unidos en 
torno a la exclusión migratoria.

Como parte de este método, a lo largo del informe se desarrollan algunos 
casos de estudio que ilustran los efectos de la privación arbitraria de la 
nacionalidad en las vidas de los individuos y sus familiares. Más aún, se 
plasman las propias palabras de los afectados para fijar sus voces y exhi-
bir la dimensión humana del problema.

Metodologia2

Este informe muestra que la anulación de registros civiles de nacimiento 
y su consecuente cancelación de cédulas ocasionó un daño multidimen-
sional y prevenible, cuyos efectos se extendieron hacia familiares y círcu-
los sociales cercanos. Primero, el daño es multidimensional porque 
afectó de manera múltiple a individuos, familias y a la misma sociedad 
colombiana. Se documentan daños económicos, en la seguridad alimen-
taria, sicológicos, a la seguridad jurídica, integridad física, sociales, 
identitarios, entre otros.

Segundo, el daño es prevenible porque si la Registraduría hubiese res-
petado el debido proceso y seguido su propia normativa, no se habría 
ocasionado el nivel de afectación que aquí se documenta. La entidad hu-
biera podido realizar un procedimiento conforme a la garantía del debido 
proceso y, en consecuencia, permitir que las personas se defiendan en el 
marco del mismo y demostrar por qué su inscripción en el registro civil fue 
realizada conforme a la legislación colombiana o dado el caso, enmendar 
su posible error. De haber seguido su propia normativa, no habría encon-
trado realmente causal de anulación (Becerra et al. 2022 y RU y COL 
2022).

Los daños son graves: la cancelación de la cédula tiene repercusiones 
considerables en la vida de los afectados por su centralidad en los ámbi-
tos económico y social, así como en el acceso al derecho a la salud en Co-
lombia, tal como se verá más adelante. En el informe se registran los 
daños observados por los investigadores de la incorporación migrante y 
se retoman los hallazgos sociológicos para ilustrar las afectaciones en el 
caso colombiano. Por último, la cancelación de la cédula también tuvo un 
efecto cascada, causando afectaciones a familiares, en particular a hijos 
menores de edad y parejas dependientes de los afectados.

Hallazgos 
centrales3
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A manera de ilustración de los daños, está el caso de Ignacio  muestra 
cómo la cancelación de la cédula lo afectó de manera grave: fue detenido 
por la policía por una acusación de falsa identidad en una requisa y bajo 
arresto sufrió acoso y abusos físicos. Perdió su trabajo formal y se convir-
tió en desempleado, teniendo que utilizar sus ahorros. Se vio obligado a 
ingresar al mercado laboral informal, sin prestaciones sociales y con un 
salario más bajo. Empezó a tener miedo a la policía y sufrió altos grados 
de ansiedad y estrés. Toda la familia, incluyendo su hija menor de edad y 
su esposa, sufrieron de inseguridad alimentaria, pero también de ansie-
dad ocasionada por la pérdida del trabajo de Ignacio.

Vale la pena anotar que no todos aquellos a quienes se les canceló la 
cédula sufrieron diferentes dimensiones de daños, pero en todos los 
casos estos fueron graves. En la muestra estratificada que aborda este 
informe hay individuos protegidos por tener un trabajo ejecutivo, alto 
nivel educativo y disposición de recursos económicos, que también su-
frieron un impacto negativo muy alto, a partir de un rango de daños co-
munes ocasionados por la cancelación de documentos centrales como el 
registro civil y la cédula. 

14

14 En este informe se han cambiado todos los datos personales identificables, así como detalles claves de las narrativas de los testimonios que 
se recogieron y se utilizaron. Aunque los detalles han sido modificados para proteger la identidad de las personas afectadas, los hitos y momen-
tos de la narrativa necesarios para analizar los mecanismos y procesos de afectación de la cancelación de la cédula se han mantenido. Asimis-
mo, se reproducen aquí expresiones, modismos y citas textuales de las personas afectadas, en un esfuerzo por capturar la voz de aquellas que 
han decidido contar sus experiencias.

Por ejemplo:

Adriana, ejecutiva de una empresa grande y 
con educacion universitaria, sufrio el 

estres de pensar que podria “perderlo todo” 
por un acto administrativo confuso. Su 

esposo termino en el hospital con fuertes 
dolores de pecho por la preocupacion de 

pensar que la familia perderia todo en 
Colombia despues de haber sufrido grandes 

perdidas en Venezuela. Esto revivio 
experiencias previas, con las afectaciones 

que ello puede generar.

Algunas personas fueron detenidas, 
arrestadas y pasaron la noche esposadas e 

incluso sufrieron discriminacion y 
agresiones fisicas durante su detencion.

Llevo tambien a la perdida de empleos 
formales con prestaciones sociales y 

arrojo a varias personas a la 
precarizacion laboral.
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La accion de la Registraduria llevo a 
destruir ahorros, alterar planes a futuro, 

afectar la seguridad alimentaria de 
familias y vulnerar de modo general su 

dignidad humana.

Genero la desafiliacion de las personas a 
todos los servicios que habia suscrito con 

el Estado, como el sistema de salud 
(materializado por las Entidades 

Prestadoras de Salud    EPS), sus pensiones, 
cuentas bancarias, matricula en centros 

educativos, entre otros.

Todo esto enmarcado en sentimientos de 
confusion, desempoderamiento y dano 
sicologico en las personas afectadas.

Este informe, además de dar cuenta del rango posible de daños multidi-
mensionales, explica sus procesos y mecanismos de generación, a partir 
de la cancelación de las cédulas. Es decir, se detalla la cadena causal 
(Gross, 2018) de eventos que vinculan la cancelación con el daño identifi-
cado. No obstante, no se argumenta que esta sea la causa principal de 
todo el rango de daños, sino que -en vista de la centralidad de la cédula 
de ciudadanía para el ejercicio de derechos y la integración al mercado 
laboral en Colombia- es una razón potencial para causarlos. Incluso en 
los casos de daños de menor intensidad como, por ejemplo, en los con-
textos de empresarios, exdocentes universitarios o una ejecutiva de una 
empresa grande, queda claro que la cancelación de todas formas logró 
afectarles de manera importante y multidimensional.

A lo largo del informe se utiliza un lenguaje analítico para describir los 
daños y cómo se conectan con su evento detonador. También es impor-
tante anotar que se detallan varios casos y se hace uso de narrativas y de 
las propias palabras de algunos individuos para mostrar, en primera per-
sona, cómo se materializan los daños que se desprenden de la cancela-
ción de las cédulas. El uso de casos y de las voces mismas de los afecta-
dos da testimonio de la experiencia tan inquietante por la que se vieron 
forzados a pasar alrededor de 40 mil individuos y sus familias a causa de 
una acción innecesaria y arbitraria de la Registraduría (Jiménez, 2022). 
El informe busca servir también para humanizar el análisis de estos 
hechos, así como sensibilizar a la sociedad sobre las afectaciones que 
generó.

A partir del análisis de los efectos que trajo la cancelación de las cédulas, 
emitimos recomendaciones que fortalecerán la protección de los dere-
chos de las personas binacionales en territorio colombiano y robustece-
rán el estado social de derecho en Colombia.



7

recomendaciones

     Es de particular y especial importancia que todas las autoridades co-
lombianas cumplan a cabalidad el derecho fundamental al debido proce-
so en casos de posible anulación de registro civil y cancelación de cédula 
para evitar la privación arbitraria de la nacionalidad. La anulación de re-
gistro y cancelación de cédula es un acto que, como se muestra en este 
informe, tiene efectos perniciosos graves sobre la vida de las personas 
afectadas y sus familias.

     Es menester que la Registraduría revoque los actos administrativos 
masivos que anulan registros civiles de nacimiento, entre 2021 y 2022, por 
actuar en oposición a la Constitución Política y causar agravio injustifica-
do a miles de personas. Para aquellos casos en curso, es necesario que 
sanee la actuación antes de la adopción del acto definitivo, conforme a lo 
establecido en el artículo 14 de la Resolución 7300 de 2021  .

Habiendo expuesto el daño multidimensional ocasionado por la cancela-
ción de las cédulas, adquiere especial urgencia que se dé la revocación 
mencionada. La revocación de los actos debería ser informada a las per-
sonas afectadas y las autoridades pertinentes, así como actualizada en 
todas las bases de datos, entidades y demás, que hayan sido notificadas 
de la anulación arbitraria. Además, siguiendo el principio de economía, 
el procedimiento de restitución de registros civiles y cédulas de ciudada-
nía deberá ser expedito, sin costos ni cargas para los ciudadanos.

ESPECIFICAS

15

15 Se debe informar a la Superintendencia de Notariado y Registro, a la Unidad Administrativa Especial Migración Colombia, al Ministerio de 
Relaciones Exteriores, a las autoridades Judiciales y entes de control de la ilegalidad sobre la restitución de las cédulas de las personas 
afectadas. Se insta, además, al reconocimiento de la situación de manera pública y la invitación a otras entidades del Estado y privadas de la 
vigencia de cada documento de identidad.

16 Se llama la atención sobre la importancia de realizar seguimiento y cumplir las órdenes emitidas por autoridades judiciales, donde se han 
expedido copias con destino a, al menos, la Procuraduría y la Fiscalía General de la Nación para las investigaciones disciplinarias y penales en 
contra del señor Registrador Nacional del Estado Civil y demás directivos de esta entidad.

      Se recomienda que la Procuraduría General de la Nación y los demás 
entes de control colombianos adelanten la investigación en contra del 
Registrador Nacional del Estado Civil por el procedimiento conjunto de 
anulación de registros civiles de nacimiento y la consecuente cancela-
ción de cédulas de ciudadanía por falsa identidad, sin respeto a los dere-
chos fundamentales del debido proceso, personalidad jurídica y nacio-
nalidad, y que se haga público el motivo por el que la Registraduría llevó 
a cabo esta acción  .

     En vista de los daños multidimensionales que causa la anulación de 
registros y la cancelación de cédulas de ciudadanía a individuos y fami-
lias, se insiste en que la Registraduría debe, como parte de su motiva-
ción, ponderar sus efectos conforme a sus obligaciones dentro del 
bloque de constitucionalidad, incluyendo la posibilidad de que una per-
sona quede en condición o riesgo de apatridia. Esta ponderación es con-
forme a sus obligaciones dentro del bloque de constitucionalidad.

     Como garantía de no repetición para este tipo de fenómenos, se reco-
mienda establecer mecanismos de auditoría y rendición de cuentas a la 
Registraduría Nacional del Estado Civil de manera periódica ante la 
Procuraduría General de la Nación, Defensoría del Pueblo y Contraloría 
General de la Nación, que puedan ser acompañados por organizaciones 
de la sociedad civil. Asimismo, se garantice que, mediante estos meca-
nismos, se puedan señalar atropellos a derechos y establecer pautas 
para que se respete el debido proceso y otros derechos de ciudadanos 
colombianos relativos al de la identidad.

16
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      Se debe armonizar y coordinar la información de las oficinas de la Re-
gistraduría. La investigación realizada para la elaboración del presente 
informe muestra que estas no otorgaban información sobre lo ocurrido 
con las cédulas de las personas afectadas, ni vías para ejercer sus dere-
chos. Estas debieron regresar a las oficinas hasta seis veces antes de re-
cibir información efectiva sobre lo que les había sucedido y sobre cómo 
restablecer la vigencia de su cédula. En otros casos, tuvieron que acudir 
a una oficina especializada que se encuentra en el centro de Bogotá, 
ocasionando costos de tiempo y de dinero que deberían poderse evitar. 
Es de suma importancia, por lo tanto, que se armonice y coordine la infor-
mación y la atención al usuario de las oficinas registrales (incluyendo no-
tarías) en todo el país, pues la provisión de información adecuada en dis-
tintos sitios del territorio nacional forma parte del debido proceso y de las 
garantías procesales que, en estos casos, se vieron vulneradas.

     El Estado colombiano, en todos sus ministerios, agencias y trámites, 
debe tomar medidas excepcionales que reconozcan la dificultad y el 
costo de obtener documentos oficiales en Venezuela. Más aún, se deben 
seguir respetando las medidas excepcionales ya expedidas y retomar la 
vigencia de otras  . La presente investigación coincide con otros hallaz-
gos que muestran que la obtención de documentos oficiales en Venezue-
la supone retos altos. Sin una red consular en funcionamiento que provea 
documentación a ciudadanos en territorio nacional, resulta excesiva-
mente dispendioso y desproporcionado pedirle documentos a esta po-
blación que les obligue a correr los riesgos inherentes de viajar a Vene-
zuela o realizar trámites mediante intermediarios que realizan cobros ex-

generales

cesivos, en muchos casos, imposibles de asumir por parte de la pobla-
ción.

      Se insta a que los órganos del Estado colombiano respeten a los ciu-
dadanos binacionales y les brinden un trato igualitario y justo de ciuda-
danía plena, en vista de la discriminación que aún enfrentan aquellos na-
cidos en Venezuela (Barómetro de Xenofobia, 2021 y entrevistas de este 
informe). Asimismo, se llama a que exista una política de comunicación e 
integración cuyo discurso y aplicación se centre en la igualdad entre ciu-
dadanos binacionales retornados y aquellos nacidos en territorio nacio-
nal (Luisa, cuyo registro fue anulado y la cédula cancelada, dio su testi-
monio para la elaboración del informe y sugirió esta recomendación).

17

17 Por ejemplo, las contenidas en la reciente Versión No. 07 de la Circular Única de Registro Civil e Identificación o la Circular 216 de 2016
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Introduccion

A. El caso de Ignacio

Una mañana de enero de 2022, la vida de Ignacio   dio un vuelco repenti-
no. Camino al trabajo en el transporte público, llevaba implementos que 
usaba en su trabajo de celador en un conjunto habitacional de Bogotá 
cuando un policía lo detuvo y requisó. No era la primera vez que esto le 
pasaba en los casi cinco años de vivir en Bogotá, por lo que no represen-
taba algo fuera de lo común para él. Siguiendo las instrucciones del ofi-
cial, Ignacio presentó su cédula de ciudadanía, tramitada en 2017 des-
pués de migrar a Colombia, y que obtuvo por ser hijo de un padre colom-
biano que fue desplazado a Venezuela por causa del conflicto armado in-
terno. Ese día, Ignacio terminaría esposado, llevado a una cárcel preven-
tiva y le quitarían su cédula, privándolo de un documento oficial para 
identificarse. A los pocos días, perdería el trabajo, seguro médico y, pos-
teriormente, su familia sufriría inseguridad alimentaria. 

“Yo estoy claro que no hice nada 
ilegal...  pero   me esposaron, o sea, 

fue todo tan arbitrario que me 
aventaron a un cuartico como con 

quince delincuentes”, narra Ignacio 
sobre este dia.

18

18 Ignacio es un seudónimo. En este informe se han cambiado todos los datos personales identificables así como detalles claves de las narrati-
vas de los testimonios que se recogieron y se utilizaron. Aunque los detalles han sido modificados para proteger la identidad de las personas 
afectadas, los hitos y momentos de la narrativa necesarios para analizar los mecanismos y procesos de afectación de la cancelación de la 
cédula se han mantenido. Asimismo, se reproducen aquí expresiones, modismos, y citas textuales de las personas afectadas en un esfuerzo por 
capturar la voz de las personas que generosamente cuentan sus experiencias.
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Después de pasar 36 horas detenido en cárcel preventiva, esposado 
junto a los sanitarios, Ignacio se enteró de que se le acusaba de falsifica-
ción de identidad, pues su cédula había sido cancelada previamente por 
la Registraduría Nacional del Estado Civil (RNEC). A Ignacio lo dejaron 
libre a las 36 horas para regresar a su cotidianidad, pero su libertad no 
resolvió sus problemas. Llamó a su jefe para decirle que había faltado al 
trabajo por estar en la cárcel, acusado de un delito que no cometió, y su 
jefe lo terminaría despidiendo del trabajo, culpándolo de ser un criminal 
y un mentiroso. Ignacio perdió su trabajo formal de celador y las presta-
ciones de salud y de horas extras. Pasó de tener un trabajo estable a vivir 
de trabajos esporádicos, informales, precarizados, y sin seguro médico 
para su familia: trabaja a veces cuidando un parqueadero, pintando pa-
redes, limpiando edificios. Desde el momento en que perdió su trabajo de 
celador (a inicios de 2022) hasta la fecha de la entrevista, no ha podido 
pagar su alquiler y cubrir las necesidades básicas de su esposa e hija. 
Para este momento, Ignacio había gastado la mayoría de sus ahorros 
para llegar al final del mes. En Colombia, ahora hay un ciudadano más 
que vive con temor a la policía, que no pudo votar en las elecciones   y que 
no puede desarrollar adecuadamente su potencial, pues se descarriló el 
proceso de integración a su país de ciudadanía.

El de Ignacio no es un caso aislado. La Registraduría anuló su registro 
civil y canceló su cédula, sin dar previo aviso ni derecho de audiencia, e 
hizo esto mismo a cerca de 40 mil ciudadanos colombianos, nacidos en 
Venezuela y retornados por múltiples causas a su país de nacionalidad. 
Este informe documenta y analiza el daño multidimensional y prevenible 
ocasionado por la cancelación repentina y sin adecuado proceso judicial 
del registro civil y la cédula de ciudadanía. Utiliza métodos cualitativos de 
las ciencias sociales para dar cuenta de y analizar el daño. Este fue más 
allá de los individuos involucrados, pues también afectó a hijos, parejas y

19

padres, extendiéndose mediante la familia. En última instancia, los efec-
tos de la anulación de registros y cancelación de la cédula ocasionan un 
perjuicio a la sociedad colombiana misma, mermando el potencial 
humano de muchos de los connacionales que regresaron a su país como 
migrantes de retorno.

La anulación de registros de nacimiento y cancelación de cédulas afectó 
en su amplia mayoría a ciudadanos binacionales colombo-venezolanos, 
descendientes de colombianos que emigraron a Venezuela. La migra-
ción de colombianos a este país se caracterizó por un aumento progresi-
vo a lo largo de la segunda mitad del siglo XX, cuyo punto más álgido se 
ubica en la década de los 70: los 180.144 colombianos censados en Vene-
zuela en 1971 pasaron a ser 508.166 para 1981 (De Lisio et al., 2015 y Pro-
yecto Migración Venezuela, 2021). En este año, la población colombiana 
llega a constituir el 47% de la población extranjera en Venezuela (De Lisio 
et al., 2015 y IEPRI, 1999). Las causas de la emigración colombiana hacia 
el país vecino son múltiples y acumulativas (Massey, 1993), siendo el pro-
longado conflicto armado en Colombia una de las principales (Ceballos, 
2021 y CNHM, 2015), además de la búsqueda de trabajo (Álvarez, 2014) 
que aumentó junto con el crecimiento económico venezolano (OIM, 2012).

El flujo de colombianos a Venezuela empezó a disminuir en la década de 
2010 y se revirtió la dirección neta del flujo, ya que -a partir de la inestabi-
lidad político-social-, el decrecimiento económico precipitado y el au-
mento en la inseguridad en Venezuela- una parte importante de los co-
lombianos residiendo en ese país, incluyendo aquellos nacidos en Vene-
zuela de padres colombianos, deciden retornar (López Villamil, 2020). 

19 Se recuerda que, en marzo de 2022, en Colombia tuvieron lugar las elecciones legislativas y, entre mayo y junio del mismo año, las presiden-
ciales.

20 Para 1981 se encontró que, en orden de importancia, las actividades económicas realizadas por migrantes
colombianos estaban relacionadas con las operaciones en fábricas, las actividades agropecuarias y las afines a los servicios y al comercio 
(Gómez y Díaz, 1989).

B. Contexto

20
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Vale la pena recalcar que un gran volumen de la migración de retorno de 
este país, en particular desde 2015, se da en un contexto de “retorno for-
zado por circunstancias adversas en Venezuela como país receptor”, in-
cluyendo la expulsión en 2015 de colombianos por el gobierno de Nicolás 
Maduro y un discurso de hostigamiento e intimidación (CDH-UCAB 2022, 
p. 10). Según datos de Migración Colombia, entre 2015 y 2019 aproxima-
damente 893.000 colombianos regresaron al país (Henao, 2019), y para 
2022 esta cifra era de 980.000 (Castillo, 2022 y Robayo, 2022)  . Muchos 
de los binacionales retornados al país buscaron hacer uso de su derecho 
a la ciudadanía colombiana, como corresponde por ser descendientes 
de colombianos, para que así pudiesen tener protección nacional e inte-
grarse social y económicamente en el país.

Un paso fundamental para la integración de los ciudadanos binaciona-
les es la inscripción en el registro civil de nacimiento y la obtención de la 
cédula de ciudadanía. Este trámite debe realizarse ante la RNEC con la 
presentación, entre otros documentos, de una partida de nacimiento 
apostillada o, cuando ello no sea posible, la declaración bajo juramento 
de dos testigos hábiles, en la que manifiesten haber presenciado, asisti-
do o tenido noticia directa y fidedigna del nacimiento del solicitante (De-
creto 356 de 2017). La Registraduría es la autoridad encargada de la ins-
cripción y expedición del registro civil de nacimiento y de la cédula de 
ciudadanía, ambos documentos que sirven para demostrar la nacionali-
dad  .

Sin perjuicio de lo anterior, en el marco de sus funciones, y reconociendo 
que “las condiciones en el vecino país no hacen factible la apostilla de 
documentos a nuestros connacionales y por tanto los imposibilita a acce-
der al procedimiento ordinario de identificación” (RNEC, 2016) la Regis-
traduría estableció un procedimiento excepcional que permitió tramitar 

el registro civil de nacimiento a hijos de colombianos nacidos en Vene-
zuela, sin la necesidad de presentar documentos apostillados y, como al-
ternativa a esto, presentando la declaración de dos testigos . Esta 
medida estuvo vigente desde el 2016 hasta el 14 de noviembre de 2020 
fecha en la cual la RNEC determinó que esta medida ya no era necesaria.

A partir de esto, y mediante la Resolución 7300 de 2021, la RNEC inició el 
proyecto de anulación de registros civiles de nacimiento y la consecuente 
cancelación de cédulas de ciudadanía que afectó a cerca de 40 mil per-
sonas. Un número importante de ellas habían accedido a la nacionalidad 
colombiana gracias a la medida excepcional anteriormente mencionada. 
Tal como muestran estudios de la sociedad civil (Red-LEM 2022 y RU y 
COL 2022), esta actuación vulneró el debido proceso ya que no existió no-
tificación adecuada de parte de la autoridad del inicio del procedimiento, 
no se dio la oportunidad a los afectados de ser oídos y a defenderse, no 
hubo argumentación, ni valoración probatoria suficiente para la toma de 
esta decisión, la actuación fue masiva y no individualizada, entre otras 
fallas jurídicas importantes, como por ejemplo que iba en contra de sus 
propias normas  . Como queda claro en los informes mencionados, la ac-
tuación de la RNEC vulnera los derechos de miles de ciudadanos. Más 
aún, en sus resoluciones, la Registraduría no ponderó los impactos que 
esta acción tendría sobre los individuos y las familias afectadas.

En resumen, la Registraduría anuló registros civiles y canceló cédulas de 
ciudadanía por supuesta falsa identidad sin proveer garantías procesa-
les, sin debida motivación, en contravención de estándares internaciona-
les, y en desconocimiento de las normas internas.

21

22

23

24

25

21 Estas cifras, no obstante, pueden ser inferiores a la realidad dado el subregistro de personas retornadas que existe.
22 Artículo 38 de la ley 962 de 2005.
23 El procedimiento consistía en qué en vez de la apostilla se pudiese hacer la inscripción en el registro civil con la declaración de dos testigos, los cuales debían diligenciar unos formatos específicos llamados RAFT-13 y RAFT-14 para probar la veracidad de sus declaraciones.
24 Al respecto, documentos como el Informe sobre Colombia: anulación de registros civiles de nacimiento y la consecuente cancelación de cédulas colombianas presentado por la Red de Litigio en Migración ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos sostienen que: 
“(...) el estudio de al menos 137 expedientes nos ha permitido identificar que, en la mayoría de los casos, la notificación personal de la apertura del procedimiento no se surtió (...)”. En el mismo se detalla el medio por el cual las personas conocieron de la Resolución que anula los 
registros civiles y cancela las cédulas de ciudadanía, destacando entre ellos controles policiales, la negativa en el acceso a servicios de salud o de ejercer el derecho al voto. De nuestra muestra, sólo una persona recibió notificación del inicio del procedimiento.
25 El artículo 5049 del Decreto 1260 de 1970 y el Decreto 1069 de 2015 modificado por el 356 de 2017 ampara la presentación de dos testigos y de una partida de nacimiento sin apostillar como requisitos suficientes para expedir un registro civil y la consecuente cédula.
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Este informe complementa otros valiosos aportes realizados por organi-
zaciones de la sociedad civil y universidades sobre este tema, que se han 
enfocado en aspectos jurídicos de la anulación de registros civiles (Bece-
rra et al., 2022 y RU y COL, 2022) y también analizan agudamente las 
fallas de la privación arbitraria de la nacionalidad. Por otra parte, el pre-
sente informe muestra, de manera sistemática y organizada, los proce-
sos y mecanismos (Hedström y Ylikoski, 2010) de los efectos ocasionados 
por la anulación de registros y cancelación de cédulas entre individuos y 
familias para generar mayor sensibilidad en la sociedad, el Estado y los 
organismos encargados de proteger los derechos humanos. Es un infor-
me arraigado en las ciencias sociales, en la sociología y en la ciencia po-
lítica, en particular.

El informe busca contribuir a prevenir actos futuros de privación arbitra-
ria de la nacionalidad en Colombia. También recoge los testimonios de 
personas afectadas por la privación arbitraria de la nacionalidad y anali-
za las experiencias de quienes sufrieron este proceso. Es importante do-
cumentar la experiencia y las voces de los propios sujetos afectados para 
fungir como testigo de un proceso que laceró a tantos. Por último, se pro-
ponen recomendaciones jurídicas y de políticas públicas para fortalecer 
la protección de los derechos humanos en territorio colombiano y robus-
tecer la actuación de la Registraduría en un futuro para todas y todos los 
colombianos.

Este documento se origina en el trabajo de las y los abogados autores y 
autoras del informe, quienes han hecho seguimiento a numerosos casos 
de anulación de registro civil y cancelación de cédulas, notando la vulne-
ración en múltiples niveles y sus consecuencias negativas. Coordinadas

C. Justificación del informe y coordinados por Andrés Besserer Rayas   y con la asesoría analítica y 
de investigación del Dr. Robert Courtney Smith  , las organizaciones y 
personas autoras se dieron a la tarea de recoger testimonios y analizar-
los (siguiendo métodos descritos en una sección subsiguiente) para mos-
trar los efectos que tuvo este acto de la Registraduría.

La privación arbitraria de la nacionalidad, que se dio mediante la anula-
ción del registro civil y cancelación de la cédula sin las garantías al 
debido proceso, provocó daño multidimensional y prevenible entre los 
afectados y sus familiares. El rango de daños es amplio, afectando múlti-
ples planos del desarrollo de la vida de las personas. Las dimensiones 
que identificamos y desarrollamos en el informe son el derecho a la iden-
tidad que genera violencia legal; el bloqueo a la capacidad de ejercer el 
sufragio; los daños económicos; el efecto cascada o de “castigo multige-
neracional” (Enríquez, 2015), ya que los familiares y personas cercanas al 
individuo privado de nacionalidad también sufrieron daños; las afecta-
ciones sicológicas; el daño al proceso de integración de estos migrantes 
de retorno; y el daño físico entre aquellos que fueron detenidos por la po-
licía durante varias horas a causa de la anulación de registros civiles y 
cancelación de cédulas. Estas dimensiones de daño son las que emer-
gieron de manera inductiva mediante la presente investigación y que 
fueron trianguladas con la experiencia de las autoras y la literatura socio-
lógica pertinente. Adicionalmente, respecto a las afectaciones de los de-
rechos fundamentales de las personas desde un plano jurídico -como la 
salud, dignidad humana, libertad, entre otros-, se pueden consultar los 
informes mencionados anteriormente (Becerra et al., 2022 y RU y COL, 
2022).

D. Argumento central

26 Andrés Besserer Rayas es doctorante en el programa de ciencia política del Graduate Center de la City University of New York en donde 
investiga y ha dado clases sobre la gobernanza migratoria y la intersección entre ésta y la democracia.

27 El Dr. Robert Courtney Smith es Profesor de la Marxe School of International and Public Affairs en Baruch College y de Sociología en el 
Graduate Center de la City University of New York. Es autor de libros y numerosos artículos sobre migración y métodos sociológicos.

26

27
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La cancelación de la cédula afectó a un rango amplio de personas, 
aunque no a todos por igual. Gracias a la muestra estratificada de testi-
monios utilizada para este informe, se puede señalar que hay elementos 
que mitigan el daño. No obstante, en todos los casos, este fue considera-
ble. Individuos con alta escolaridad, casados con colombianos o colom-
bianas de nacimiento, con alto capital social y simbólico, sufrieron daños 
que lograron mitigar levemente, mientras que aquellos con baja escolari-
dad, con ingresos cercanos al salario mínimo y que no están casados con 
colombianos o colombianas de nacimiento, sufrieron los daños multidi-
mensionales más altos. Es decir, si bien no todos sufrieron la misma con-
figuración de daños –por ejemplo, no todos perdieron el trabajo–, incluso 
los menos afectados sufrieron daños multidimensionales altos.

Vale la pena anotar que los daños mitigados tampoco fueron leves: este 
proceso causó altos niveles de ansiedad, violencia legal  , costos altos de 
tiempo y recursos monetarios, y daño sicológico. Quienes sufren el daño 
multidimensional más exacerbado, sin embargo, son aquellas personas 
más vulnerables: quienes tienen ingresos bajos, pocos ahorros, no cuen-
tan con educación universitaria, tienen condiciones de salud crónicas, 
etcétera. Asimismo, quienes se enteraron de la cancelación de la cédula 
en una requisa policial, que resultó en un arresto, también sufrieron 
daños particularmente agudos, a menudo incluyendo maltrato físico, 
abuso y trauma.

Por limitación de espacio en el documento, no se pueden capturar todas 
las formas en las que la cancelación de la cédula generó daños para los 
individuos y familias involucradas. Al concepto de daño multidimensional 
y prevenible podrían agregarse elementos adicionales en el futuro. En 
este informe se presentan y desarrollan las formas más comunes de daño 
multidimensional sufridas por quienes dieron su testimonio. No se desa-
rrollará, por ejemplo, el daño generado a la relación de pareja en un 

28 Este concepto de la sociología legal se desarrollará más adelante y está basado en la influyente investigación de Menjívar y Abrego (2012).

28

contexto de alta ansiedad, narrada por varios como uno de los efectos 
más inmediatos de la cancelación.

La Figura 1 representa las 
distintas dimensiones de dano 

ocasionadas por la 
cancelacion de la cedula, que 

se trataran a lo largo del 
informe. Vale la pena anotar 
que se desarrollaron , a su 

vez, las consecuencias de los 
danos mayores.
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Daño multidimensional y 
prevenible ocasionado por 
la privación arbitraria de 

la nacionalidad y la 
cancelación de la cédula 

Daño al derecho a la identidad  
y derechos llave

Daño económico

Efecto derrame y castigo
multigeneracional

Daño psicológico

Daño al proceso de 
integración

Daño físico
(cuando hay arrestos)

Se niega derecho al voto

Riesgo de apatridia

Bloqueo a otros derechos

Pérdida de empleo y precarización

Costos de recuperar cédula

Violencia legal

Desconfianza en la autoridad

Daño a planes futuros y al 
potencial humano

Pérdida de ahorros

Figura 1. Diagrama de los principales impactos de la 
cancelacion de la cedula
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Los actos de la Registraduría equivalen a la privación arbitraria de la na-
cionalidad (ACNUR, 2009; 2020; Brandvoll, 2014, entre otros). Material-
mente, esto perjudica de manera variada a los afectados. Una de las 
principales consecuencias es que se canceló la cédula, un documento 
llave que permite el ejercicio de la identidad y el derecho político al sufra-
gio, entre otros. Sin poder ejercer el derecho a la identidad, las personas 
quedan excluidas del mercado laboral formal, del acceso a la salud, de 
seguridad jurídica cuando se relacionan con autoridades y sin posibili-
dad de relaciones plenas con otros entes privados como, por ejemplo, 
para alquilar una casa o pedir un crédito. Sin nacionalidad ni otro medio 
de identificación, tampoco pueden circular libremente al interior de Co-
lombia ni viajar al extranjero. Además, crece el temor a interacciones con 
la policía y otras autoridades, puesto que la experiencia misma de haber 
perdido la cédula sin previo aviso ni debida comunicación generó que, 
en algunas ocasiones, los individuos se enteraran mediante encuentros 
con la policía, llevando a arrestos y violencia.

Más aún, la experiencia de saber que está ausente un elemento tan in-
dispensable de la vida cotidiana como la nacionalidad o la capacidad de 
identificarse, aunada a la falta de información clara por parte de la Re-
gistraduría, generó angustia, desorientación y lo que las sociólogas 
Menjívar y Abrego (2012) han denominado “violencia legal”, así como “le-
galidad liminal” (Menjívar, 2006). Bajo estas condiciones, las personas, 
cuyo estatus legal en un país de destino está sujeto a cuestionamientos o 
posibles debilidades, sufren violencia estructural y simbólica que trae 
angustia, estrés y sentimientos de desempoderamiento y desamparo. Tal 
como se desarrolla en este informe, bajo estas condiciones sorprende 
poco que alguien incluso contemplara el suicidio (véase el caso de 
“Miguel” más adelante).

Cabe destacar que el daño causado es prevenible porque la Registradu-
ría anuló registros y canceló cédulas sin apegarse a la normativa vigente 
y sin proveer garantías constitucionales de audiencia y debido proceso. 

Tal como lo resaltan los informes ya mencionados (Becerra et al., 2020 y 
RU y COL 2022), de haberlo hecho, hubiera sido evidente para la Regis-
traduría que no había materia para anular el número tan alto de registros 
y cédulas como lo hizo. Por ejemplo, un problema recurrente es que, en 
muchos casos, la Registraduría anuló registros por no haberse hecho 
con partida de nacimiento apostillada cuando la normativa vigente per-
mitía y permite suplir este documento con testigos  . En otros casos, inclu-
so con partida de nacimiento apostillada, este órgano anuló registros y 
canceló cédulas. A esto se le agrega que la Registraduría, en la vasta ma-
yoría de los casos, no garantizó derecho de audiencia al no comunicar de 
manera oportuna a los individuos ni les dio capacidad de aclarar su-
puestas irregularidades. De haberse dado, se habrían podido aportar 
más elementos, previniendo los daños multidimensionales que aquí se 
mencionan  .

El Estado colombiano desaprovechó la oportunidad para crear condicio-
nes óptimas de acogida para ciudadanos propios, descendientes de la 
diáspora colombiana que emigró de su país natal por el conflicto o por 
necesidades económicas, y algunos de los cuales fueron expulsados por 
el gobierno de Venezuela. El Estado tiene la capacidad de generar con-
diciones para el desarrollo del potencial humano y, en particular, de es-
tructurar el capital humano de las personas en condición de movilidad 
dentro de su territorio (Gowayed, 2022), incluyendo a sus propios ciuda-
danos que, como en el caso que nos ocupa, son migrantes de retorno. La 
cancelación de la cédula en muchos casos expulsa del mercado laboral 
formal y precariza a individuos, quienes terminaron en trabajos donde no 
podían ejercer adecuadamente su conocimiento y habilidades. Además, 
estropeó planes a futuro y proyectos de vida individuales y familiares, lo 
que también obstaculiza el libre desarrollo de estos migrantes de retorno 
y sus familiares. Asimismo, el derecho efectivo al sufragio, que le fue 
negado a quienes se les canceló la cédula, genera una relación de ciuda-
danía democrática que integra a ciudadanos y los hace partícipes de la 
política democrática del país. No es difícil entender cómo negar estas 
oportunidades a otros ciudadanos afecta negativamente a la sociedad 
colombiana en su conjunto.

29 Ver, entre otros: Decreto 1260 de 1970 y Decreto 1069 de 1025, modificado por el Decreto 356 de 2017.

30 En el informe “Colombia: anulación de registros civiles de nacimiento y la consecuente cancelación de cédulas colombianas”, se identifica 
que, posterior a generar el daño, “en una media de cinco (5) días, contados a partir de la admisión de la acción de tutela, la entidad procede a 
notificar el acto administrativo de la revocatoria” (Becerra et al., 2020, p. 22), lo que confirma que, en ese mismo periodo de tiempo, de existir 
defensa, se hubiera podido evitar la cancelación del documento.

29

30



17

La Figura 2 representa como el 
dano multidimensional se 

extiende mas alla del 
individuo y como, si bien la 
anulacion de registros y 

cancelacion de cedulas fue de 
individuos, el dano se extiende 

a familiares - “efecto 
cascada”, sobre todo a ninas, 
ninos y dependientes - y luego 

a la sociedad - “perdida de 
potencial humano”.

Economía y sociedad
colombianas.
Pérdida de potencial 
humano.

Familia y círculo cercano.
Castigo 
multigeneracional y 
efecto casacada.

Individuo.

Figura 2. Extension del dano 
multidimensional mediante el 

efecto derrame de la cancelacion 
de cedula
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Entre junio y julio de 2022, investigadores de las organizaciones autoras, 
bajo la coordinación de Besserer Rayas y la asesoría especial del Dr. 
Smith, recogieron diez testimonios a profundidad de ciudadanos bina-
cionales colombo-venezolanos cuyo registro fue anulado y su cédula de 
ciudadanía colombiana fue cancelada a finales de 2021. Los testimonios 
se recogieron utilizando técnicas y sensibilidad etnográficas (Smith, 
2016), y con entrevistas que aprovechan técnicas de la historia oral (An-
derson y Jack, 1997) y el estudio de cursos de vida (Mayer, 2009). Asimis-
mo, el uso de testimonios para entender los efectos de la interacción con 
el Estado corresponde a la línea de investigación que Smith y Besserer 
Rayas han realizado anteriormente (Smith et al., 2021, Besserer Rayas, 
2020 y Finn y Besserer Rayas, 2022). El análisis de los testimonios se 
hizo mediante el método comparativo y el rastreo de procesos (Collier, 
2011), en donde se buscan sitios estratégicos (Merton, 1987) para revelar 
procesos y mecanismos al interior y a través de casos (Hedstrom y Ylikos-
ki, 2010 y Ylikoski, 2019) ocasionados por acciones de la autoridad: en 
este caso, la cancelación de la cédula. Las técnicas de acceso y recopila-
ción de datos nos permitieron comparaciones longitudinales y transver-
sales a lo largo del proceso de integración de los sujetos  . Los métodos 
cualitativos, como los empleados en esta metodología, resultan idóneos 
para el descubrimiento y la ilustración de mecanismos y procesos me-
diante los cuales la cancelación de cédulas generó daños entre indivi-
duos y familias binacionales. Además, el objetivo de recoger testimonios 
y plasmar las propias voces de las personas afectadas, reflejando la ex-
periencia de haber sido privadas arbitrariamente de la nacionalidad, se 
cumple de manera idónea con la metodología descrita, objetivo que mé-
todos cuantitativos/estadísticos no lograrían obtener.

Metodologia

31 Vale la pena señalar que el método de etnografía combinada con entrevistas de cursos de vida y el desarrollo de casos comparativos trans-
versales y longitudinales ha sido desarrollado y utilizado por el Dr. Robert Smith (2006) y utilizado en estudios que son parteaguas de la sociolo-
gía de la migración, del mismo modo que parte de un amicus curiae ante la Suprema Corte de Justicia de EUA y otros estudios, como uno que 
analiza las consecuencias, entre inmigrantes en el Estado de Nueva York, de no tener acceso a licencias para conducir (Smith et al., 2021) y otros 
en desarrollo.

31
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Se considera a las diez personas afectadas que brindaron su testimonio 
como participantes indispensables de este informe y agradecemos su 
disposición y colaboración. Sus nombres y otra información personal no 
se incluyen para proteger su identidad, pero de ninguna manera debe 
considerarse como una contribución menor. Fue muy importante contar 
con partícipes que valiente y generosamente dieron su testimonio y con-
tribuyeron con una entrevista de curso de vida, detallando aspectos va-
riados sobre su historia, así como la de sus familiares, y concentrándose 
en cómo la cancelación de la cédula afectó su vida.

La muestra de los testimonios recogidos obedece a la lógica de la estrati-
ficación teórica, que busca varianza en variables clave (Anexo A) y cuyo 
objetivo no es una muestra obtenida de manera aleatoria de la población 
de referencia. La representatividad estadística en la muestra no es un 
objetivo plausible cuando se desconocen características del universo de 
referencia y cuando la población objetivo es de difícil acceso, tal como es 
el caso del universo total de personas cuyas cédulas fueron canceladas. 
La estratificación teórica y deliberada es preferible por sobre las mues-
tras aleatorias cuando se diseñan estudios con muestras pequeñas 
(Seawright y Gerring, 2008), que buscan descripciones densas, o cuando 
se exploran experiencias sociales: por ejemplo, el estudio de Katherine 
Cramer (2016).

En vista de que las organizaciones autoras han dado acompañamiento y 
asistencia legal a un acumulado en conjunto de varios cientos de casos, 
se llevó a cabo un proceso de triangulación (Kern, 2018) basado en el co-
nocimiento de los abogados y abogadas respecto a los testimonios, au-
mentando la certeza y confianza en los hallazgos. Más aún, los hallazgos 
coinciden con fenómenos descritos en la literatura sobre la exclusión de 
personas en situación de movilidad y de control migratorio en distintos 
países del mundo.

En el informe se presentan procesos y mecanismos generales, identifica-
dos a lo largo de distintos casos. Se ilustran estos mecanismos y proce-
sos mediante los casos en donde el daño multidimensional es más evi-
dente y claramente identificable, y aquellos en donde se puede identificar 
una o varias dimensiones del daño mitigadas por alguna circunstancia. 
Resulta relevante señalar que el daño multidimensional ocasionado por 
la privación arbitraria de la nacionalidad afectó tanto a los binacionales 
con alto capital económico, social y cultural, así como quienes contaban 
con un nivel más bajo de estos. 

La muestra permite demostrar 
que esta variable de 

mitigacion -y otras que se 
desarrollaran mas 

adelante- no sirvio para 
aislar por completo a los 

binacionales de los danos.
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El caso de Miguel, que 
demuestra el dano 
multidimensional y 
prevenible por la 

cancelacion de cedula.
 Entrevista a finales 

de junio de 2022

A continuación, se presenta el caso de Miguel, un joven privado de nacio-
nalidad, que se caracteriza por ser paradigmático (Seawright y Gerring, 
2008) al presentar sitios estratégicos (Merton 1987) para esclarecer las 
maneras en las que la cancelación generó daños multidimensionales. Su 
caso representa casi todas las dimensiones de daño identificadas en el 
informe y muestra cómo un solo individuo puede sufrir múltiples daños 
ocasionados por la privación arbitraria de la nacionalidad. Este se pre-
senta de manera detallada para ilustrar, desde el principio, los hallazgos 
centrales del informe: la anulación de registros y la cancelación de cédu-
las causaron daño multidimensional y prevenible.
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El caso de Miguel:una 
ilustracion del dano 
multidimensional y 

prevenible a raiz de la 
cancelacion de la 

cedula.

Miguel tiene 24 años al momento de la entrevista, en 2022. Nació en Ve-
nezuela por parte de una madre colombiana, que huyó de la violencia del 
conflicto y se asentó en una ciudad pequeña de ese país. Su padre vene-
zolano se ausentó desde sus primeros años y, en sus propias palabras, 
“lo único que me dejó fue el apellido”. Miguel y su madre sufrieron de es-
tigma en Venezuela por crecer sin padre y por ser colombianos en un sitio 
donde había pocos.

El declive económico estrepitoso y el deterioro de la seguridad que vivió 
Venezuela obligaron a Miguel a salir de su país de residencia en 2016, 
debido a la hiperinflación y la falta de ingresos. Narró cómo él y su madre 
vivían con enorme escasez antes de emigrar y cómo él debía hacer filas 
de horas para obtener comida básica como arroz y fríjoles. Tuvo que salir 
antes de haber estudiado en la universidad. Sabiendo que era colombia-
no por su madre, decidió emigrar a Colombia y naturalizarse como co-
lombiano para obtener un trabajo que le pagara lo suficiente para traer a 
su madre de Venezuela.

Al principio se quedó a vivir con familiares colombianos en una ciudad 
del país, quienes tenían un pequeño negocio y que le permitían dormir al 
interior del establecimiento. En 2019, obtuvo la cédula de ciudadanía co-
lombiana.

Ya con cédula en mano, logró conseguir un trabajo en los almacenes de 
una empresa de logística, donde pudo trabajar, a pesar de la pandemia, 
hasta que le fue cancelada la cédula a principios de 2022. En esta em-
presa, Miguel tenía un contrato regular que le pagaba el salario mínimo, 
equivalente a 1 millón de pesos colombianos al mes, más prestaciones, 
subsidio de transporte y horas extras.

Gracias a su dedicación y talento, Miguel logró un ascenso en pocos 
meses y su sueldo aumentó a 1.8 millones de pesos mensuales, más pres-
taciones y horas extras. Estas condiciones favorables de su trabajo se 
acabarían debido a la cancelación de su cédula.
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Miguel nunca recibió comunicación por parte de la Registraduría sobre 
algún problema con su registro civil. No obstante, un día de enero de 
2022, en una requisa policial de una calle transitada, el policía le dijo que 
tenía una orden de captura por falsa identidad. Miguel narra que sufrió 
un ataque de pánico cuando lo llevaron a la Unidad de Reacción Inme-
diata (URI). Le quitaron el teléfono, le apretaron las esposas y un policía 
aplicó fuerza contra él cuando se movía al interior de la patrulla.

Miguel narró lo que estaba pensando en ese momento: “O esto es un se-
cuestro lo que me están haciendo o es una equivocación... entre tres me 
alcanzaron a poner las esposas... no quería ser un desaparecido más. 
Esto es un error, yo nunca he cometido un delito”. Describe el viaje en la 
patrulla así: “Eso parecería que estaban llevando marranos”, lo dice para 
ilustrar la sensación de ser llevado por la policía de manera descuidada.

Durante su permanencia en la URI, la mayoría del tiempo tuvo las espo-
sas apretadas, e incluso durmió esposado, sufriendo dolor e hinchazón 
de sus manos y muñecas. No le dieron comida ni bebida durante su per-
manencia allí. Más aún, al interior de la URI sufrió un ataque por parte de 
una persona internada allí, incluyendo un atentado de agresión sexual. Él 
forcejeó esposado y sus gritos alertaron a la policía, que los separaron.
Salió de la URI transcurridas 36 horas.

Después de esta experiencia y de enterarse sobre la cancelación de su 
cédula, siguió trabajando a la par que intentaba recuperarla. No obstan-
te, en marzo perdió su trabajo debido a que no tenía una cédula vigente 
y, por lo tanto, no contaba con acceso a la EPS, que era un requisito. 
Quiso acceder a sus ahorros, pero no podía hacerlo en el banco sin 
cédula vigente. Por este motivo, recurrió a pedir dinero prestado y a tra-
bajar de manera informal en un bar dos o tres veces por semana, donde 
ganaba “muy por debajo” del salario mínimo.

Antes de recibir asistencia legal para recobrar la cédula, Miguel intentó 
navegar una burocracia confusa, con información contradictoria y que le 
quitaba el tiempo. Esto le causó una sensación de frustración, desorien-
tación y desempoderamiento. Tuvo que pasar varios días, que pudo 
haber dedicado a sus propias actividades o al trabajo, visitando distintas 
oficinas de la Registraduría simplemente para entender qué había suce-
dido con su cédula y su registro civil. 

Gracias a la asistencia legal de una de las organizaciones que elaboran 
este informe, Miguel logró recobrar su cédula mediante una tutela de de-
rechos interpuesta ante un juez. En mayo de 2022 recibió la cédula. Entre 
enero y mayo el daño económico, sicológico y a su integración a la socie-
dad colombiana fue muy alto.

Para el momento de la entrevista (junio), Miguel ha conseguido un trabajo 
formal, pero en este gana poco, no tiene prestaciones y ninguna posibili-
dad de ascenso. Más aún, en el trabajo se desaprovechan las habilida-
des particulares de Miguel que en el antiguo sí eran aprovechadas. Sin 
cédula, no obstante, Miguel no podía solicitar trabajos formales con 
prestaciones ni podía tampoco buscar alquilar un departamento más 
económico. En su trabajo anterior no logró que lo volvieran a contratar.
Al preguntarle a Miguel cómo se sintió cuando le cancelaron la cédula de 
ciudadanía sin aviso previo ni respeto por su derecho al debido proceso, 
dijo que se sentía “traicionado y vulnerado... traicionado porque obtuve 
mi nacionalidad y soy un ciudadano colombiano en este territorio... fue la 
peor experiencia del mundo. Sin haber cometido [infracción alguna]”. Se 
observa en Miguel una transformación relevante para la integración de 
los ciudadanos binacionales a partir de esta experiencia: pasó de conce-
bir al Estado colombiano como una fuerza de acogida y protección a ad-
quirir una relación oposicional, en donde fue victimizado, y concibe al 
país como un sitio que había incumplido su promesa de acogida.

El daño sicológico a Miguel fue muy alto. Pensó que emigrar a su patria 
y la de su madre, traería aparejada protección y la esperanza de cumplir 
sus sueños. Sin embargo, hacia el final de su testimonio, menciona que 
incluso tuvo ideación suicida debido a las múltiples frustraciones que 
sintió a raíz de la cancelación de la cédula: “No sabía si optar por la 
opción de vender todas mis cosas, así sea a precio de gallina flaca e irme 
pa’ Estados Unidos. Hijodemadre qué tanto luchar acá para nada. Hasta 
pensé atentar contra mi vida... [Pensé] mis sueños fueron frustrados tanto 
como en Venezuela como aquí en Colombia. Me pasaron toda esta canti-
dad de cosas y yo he seguido luchando. ¿Pero de verdad vale la pena 
seguir luchando?”.
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Es importante destacar que Miguel logró ejercer su derecho al sufragio 
en las elecciones presidenciales de 2022 de Colombia, demostrando su 
apego patriótico. Ejercer el sufragio bajo estas condiciones requirió un 
gran esfuerzo. Debido a la cancelación de la cédula, Miguel enfrentó 
muchos más obstáculos que otros ciudadanos para votar: contaba ya con 
la constancia del restablecimiento de su cédula, pero los policías de la 
URI se habían quedado con el documento. Recibió comunicación de la 
Registraduría diciendo que él debía presentarse en Pijao, Quindío, un 
municipio y un departamento lejanos y sin ninguna relación con él. Pero 
en vez de darse por derrotado, interpuso una tutela de derechos con la 
asistencia legal de una de las organizaciones autoras del informe. Al pre-
guntarle cómo se sentía de haber recuperado la cédula y el derecho al 
voto, respondió que sentía “felicidad y orgullo... de no soltar la toalla”.

La cancelación de la cédula causó daños multidimensionales a Miguel: 
daños económicos, sicológicos y en su relación con la autoridad, desca-
rrilando su proceso de integración. Sufrió violencia en su detención; la 
cancelación le causó daños económicos debido a la pérdida de su traba-
jo; y no había logrado recuperar uno con las mismas prestaciones o nivel 
salarial. También hubo daños a su derecho a la identidad, puesto que no 
tenía cómo identificarse adecuadamente y así acceder a otros derechos. 
Se detecta también una pérdida del potencial humano que afecta a la 
economía y la sociedad colombianas. Del mismo modo, decrece la con-
fianza hacia el Estado colombiano, de manera comprensible, después de 
la experiencia.

Finalmente, sufrio dano 
sicologico, evidenciado por el 

levantamiento K10 (Vargas et al., 
2011) adaptado que se levanto 

junto con su testimonio, donde se 
pidio que lo contestara pensando 

en los meses sin cedula.

El caso de Miguel muestra varias dimensiones de daño ocasionadas por 
la anulación de registros y la cancelación de la cédula. Hay otras, como 
el castigo multigeneracional o la transmisión intrafamiliar del daño, que 
no son aparentes en el caso de Miguel en vista de que no tiene familiares 
que dependan de él, pero este proceso se ilustra en una sección posterior 
del informe. Sin embargo, uno de los daños documentados de la cancela-
ción consiste precisamente en el castigo a hijos, parejas y otros depen-
dientes de la persona cuya cédula fue cancelada. Más aún, es claro que 
la cancelación generó una pérdida del potencial humano y descarriló el 
proceso de reintegración, lo que significa que existe también un daño 
que se extiende a la sociedad colombiana en general (Figura 2).
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Danos 
multidimensionales y 

prevenibles

Una vez planteados los hallazgos centrales del estudio e ilustrado los me-
canismos y procesos de daño multidimensional mediante el caso de 
Miguel, ahora se desarrollarán algunas de las dimensiones del daño oca-
sionado por la política de cancelación de la cédula.

La anulación arbitraria de registros civiles -que equivale a la privación 
arbitraria de la nacionalidad- y la cancelación de la cédula vulneran el 
derecho a la identidad  . Existen dos dimensiones de este derecho. La 
primera es la dimensión estática, que se refiere a la identificación física, 
biológica o registral de un sujeto; y la segunda es la dimensión dinámica, 
que trasciende a la estática y se extiende a la verdad personal o proyecto 
de vida que se pone en práctica a través de la proyección social de la 
persona: la identidad va más allá de la identificación, ya que es el conjun-
to de características que hacen irrepetible a la persona y lo ubican como 
ser individual, social, relacional y cambiante ante una sociedad dinámica 
(Corte Constitucional, 2013; 2019). Esto le permite representarse conforme 
a su autoreconocimiento para que pueda construir su propia historia y se 
proyecte en el tiempo como un ser único e irrepetible  .

El daño al derecho a la identidad

32

33

32 El Comité Jurídico Interamericano de la Organización de los Estados Americanos [OEA] (2007) ha manifestado que el derecho a la identidad 
puede calificarse como un derecho humano de carácter y contenido tan fundamental y básico que puede oponerse erga omnes y no admite 
derogación ni suspensión. En esa línea, se encuentra íntimamente relacionado con el derecho a la nacionalidad y a no ser privado arbitraria-
mente de ella. Esto se deduce, entre otros, del artículo 15 de la declaración universal de los derechos humanos; artículo 24 del Pacto Internacio-
nal de Derechos Civiles y Políticos; artículo 20 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos; artículo 29 de la Convención Internacio-
nal sobre la Protección de los Derechos de los Trabajadores Migratorios y de sus Familiares; e incluso el artículo 16.9 de los Objetivos de 
Desarrollo Sustentable de Naciones Unidas (2015). La Corte Constitucional de Colombia (2016) establece que la identidad es una prerrogativa 
que avala a la persona como ser autónomo, con autoridad propia, orientado a fines específicos, con un dominio de su libertad que le permite ser 
dueña de su propio ser. Además, reconoce este derecho como el distintivo de ser persona que hace las veces de medio para el dominio de lo 
que el individuo quiere ser (Corte Constitucional, 1995), derecho que ha sido definido en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos 
como el conjunto de atributos y características que permiten la individualización de la persona en sociedad (Gelman vs. Uruguay, 2011)), ya que 
le permite representarse en la sociedad tal como su fuero interno lo desea sin afectar derechos de terceros.

33 Derecho de niños, niñas y adolescentes. seguimiento a la aplicación de la convención sobre los derechos del niño. Derecho a la identidad: 
dimensiones, experiencias y políticas públicas. Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos 
de la Nación con la colaboración del Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF), Oficina de Argentina. Buenos Aires, marzo de 
2009.
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Tomando en cuenta lo mencionado en el informe, la Registraduría desco-
noce la fase estática de la identidad al dejar sin ningún documento de 
identificación a una persona mediante el procedimiento que priva de la 
nacionalidad de manera arbitraria al individuo y lo deja sin medio de 
identificación. Podemos considerar que la Registraduría también vulne-
ra la dimensión dinámica del derecho a la identidad, dado que deja a la 
persona en una situación de imposibilidad para realizar actos civiles, co-
merciales, laborales, administrativos, judiciales y, en general, acreditar y 
defender sus principales derechos. Esto constituye un serio atentado al 
derecho a la identidad en su doble dimensión (Delgado, 2016). No es po-
sible para la persona representarse en el mundo tal cual sus deseos, 
pues se le modifica de un día para otro todo su proyecto de vida y repre-
sentación ante el mundo externo, y se pone en duda todo lo que ha cons-
truido y logrado a través de su representación en el mundo material.

Tal como se documentó a través de los testimonios anteriores, la cancela-
ción de la cédula tuvo efectos notorios sobre la vida de los afectados, in-
cluyendo en los ámbitos económico, social y sicológico. Algunas perso-
nas (los casos de Miguel e Ignacio, por ejemplo) son detenidas, ultraja-
das, increpadas o cuestionadas sobre su nacionalidad, legitimidad y le-
galidad de sus actuaciones, lo que genera un temor fundado en cómo la 
persona, después de la anulación arbitraria de sus documentos de iden-
tificación, pueda representarse en el mundo material. Inclusive, de 
manera infortunada, en la investigación se encontraron casos específi-
cos donde los hechos vulneradores de derechos han trascendido a la 
psique de la persona, bien sea porque ahora sienten cuestionado su de-
recho y legitimidad de la nacionalidad colombiana; ven cómo su vida (a 
nivel personal, profesional o social) da un giro abrupto y, en todos los 
casos, de manera negativa; o no se sienten acogidos y respetados por el 
Estado colombiano, sino, por el contrario, sienten que la institucionalidad 
puede ser una amenaza para sus derechos fundamentales, entre otros.

Los colaboradores del estudio que brindaron sus testimonios relatan que, 
en su mayoría, no contaban con otros medios de identidad aparte de la 
cédula colombiana y no podían o tenían miedo a utilizarla una vez que se 
enteraron de que había sido cancelada. Vale la pena asentar que, como 
lo han documentado otros (CDH-UCAB, 2021), la obtención de documen-
tos de identidad venezolanos fue muy difícil y dispendiosa desde 2016, lo 
que acentúa las condiciones de vulnerabilidad de quienes participaron 
dando su testimonio para este informe y de las cerca de 40 mil personas 
que sufrieron la anulación y cancelación de sus documentos de identifi-
cación, dificultando las posibilidades de la persona para acceder efecti-
vamente a un medio de identificación plena.

La falta de medios para comprobar la identidad afectó de manera dife-
renciada. Uno de los casos que lo demuestra es el de “Adriana”, una 
mujer binacional con un empleo ejecutivo en una empresa multinacional. 
Ella no podía viajar fuera de Colombia, a pesar de que su trabajo requería 
viajes internacionales, puesto que tenía mucho temor a utilizar su pasa-
porte colombiano en el aeropuerto, pensando que podría encontrar pro-
blemas. Esto puso en riesgo su trabajo y limitó severamente su producti-
vidad y carrera. Más aún, varios hombres que dieron su testimonio nos 
comentaron cómo, a partir de la experiencia tan negativa con la policía, 
tenían miedo de circular por la ciudad o viajar a otras partes del país. De 
entre todos los testimonios, el de “Edwin”, un microempresario binacional 
que tiene una empresa de comida, es el que mejor ilustra el perjuicio oca-
sionado, pues debido a su miedo a encontrarse con policías y ser nueva-
mente llevado a la URI, prefirió reubicarse en el campo, a pesar de que 
fuera de la ciudad la productividad de su negocio se vería afectada. Más 
adelante en el informe se detallarán los mecanismos y procesos median-
te los cuales la cancelación indebida de la cédula dañó la confianza de 
los binacionales frente al Estado colombiano.
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A partir de las entrevistas realizadas, se constata que la representación 
social y el proyecto de vida de todos los entrevistados ha cambiado de 
manera transversal y negativa debido a la pérdida de medios de identifi-
cación. “José”, otro microempresario binacional con residencia en 
Bogotá, no pudo realizar movimientos bancarios que requería para su 
empresa, pues debía hacerlos con una identificación vigente. Asimismo, 
Miguel narró cómo le fue imposible acceder al dinero de su liquidación 
después de ser despedido de su trabajo por la indebida cancelación de 
la cédula, ya que no se podía identificar.

Incluso en los casos en que la persona recuperó la vigencia de sus docu-
mentos, aparecen barreras para acceder a la posibilidad efectiva de ma-
terializar su proyecto de vida y proyección social, dado que la informa-
ción no ha sido actualizada en las bases de datos de la Registraduría o 
no se notifica a tiempo a las otras entidades. En cuanto a las personas 
que no han recuperado la vigencia de sus documentos de identificación, 
no pueden ejercer la mayoría de sus derechos, en tanto no cuentan con 
un documento que así se los permita, aumentando sus condiciones de 
vulnerabilidad e incrementando sus barreras de acceso a derechos. Lo 
anterior, toma mayor complejidad cuando se es consciente de que reali-
zar el proyecto de vida, relacionado con la dimensión dinámica del dere-
cho a la identidad, tiene un alto valor en la existencia de cualquier indivi-
duo (Fernández Sessarego, 2003). En estos casos, se limitó el proyecto de 
vida mediante un proceso que tiene serias irregularidades en el debido 
proceso y la forma en que se ejecutó, tal como se mencionó en el “Informe 
sobre realidades y retos de la anulación de registros civiles de nacimien-
to en Colombia” (RU y COL, 2022).

Adicionalmente, la vulneración al derecho a la identidad daña también a 
los familiares de los afectados directamente, en los fenómenos identifica-
dos por la sociología legal como el efecto del “derrame” legal (Aranda et 
al., 2014) y el “castigo multigeneracional” (Enriquez, 2015), donde los efec-

tos punitivos de una política o un acto de autoridad exceden su blanco y 
afectan a la familia y amigos de los individuos afectados. Varios testimo-
nios con hijos refirieron la pérdida de sus seguros médicos como conse-
cuencia directa de que se les cancelara la cédula y registro civil.

Así, el derecho a la identidad se vulnera con la anulación arbitraria de 
documentos de identificación, y nuestros entrevistados -junto a sus fami-
lias- demuestran esas afectaciones materiales e inmateriales en la di-
mensión estática y dinámica del derecho. En su dimensión estática, se 
deja a la persona sin ningún documento que acredite su identidad, al 
tiempo que desconoce, minimiza e impacta de manera negativa el pro-
yecto de vida y representación que la persona ha realizado como nacio-
nal colombiano en este país -su dimensión dinámica-, razón por la cual 
es importante que se tenga en cuenta esta afectación al momento de va-
lorar el presente informe.

Junto con el daño al derecho a la identidad y los perniciosos efectos que 
tuvo sobre los afectados y sus familiares, la Registraduría también in-
cumplió obligaciones en torno a la apatridia debido a la privación arbi-
traria de la nacionalidad. Al respecto, la RNEC debe revisar si la persona 
a quien le cancelan sus documentos puede quedar en una condición o 
riesgo de apatridia -incluyendo la de facto- (CIDH, 2014; ACNUR, 1954; 
Asamblea General de las Naciones Unidas, 1954; OEA, 1969; ACNUR, 
2020 y Mondelli, 2019), dado que la privación de la nacionalidad que de-
viene de esta es de por sí arbitraria (ACNUR, 2013)  . En ninguno de los 
casos de las personas documentadas, la Registraduría verificó si corría 
algún riesgo de quedar en condición de apatridia, a pesar de que esta 
verificación no debe hacerse sobre la base de la interpretación que hace 
un Estado de la ley de nacionalidad de otro Estado, sino que debe basar-
se en consultas y confirmación por escrito del Estado en cuestión 
(ACNUR, 1961).

Riesgo de apatridia

34 La única excepción a la regla anterior se establece en los artículos 7.4 y 7.5 de la Convención para Reducir los Casos de Apatridia de 1961. 
Sin embargo, ninguna se contempla en el ordenamiento jurídico colombiano; tampoco se materializó en las personas entrevistadas ni en la 
mayoría de quienes sufrieron la cancelación arbitraria de su nacionalidad.
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Más aún, la Registraduría misma señaló en audiencias en la CIDH que 
un número importante de quienes fueron privados de su nacionalidad 
nacieron en territorio colombiano (CIDH, 2022), lo que subraya la necesi-
dad de ponderar si la actuación de la autoridad, convertiría al afectado 
en apátrida. El Estado es quien tiene la carga de la prueba de demostrar 
que una persona no quedará en condición de apátrida como consecuen-
cia de la privación de su nacionalidad (CIDH, 2015). Además, este proce-
so de anulación y verificación de posibilidad de apatridia debe hacerse 
de forma individual para cada persona involucrada en el marco de juicio 
justo que goce de garantías del debido proceso. Esto tampoco se cum-
plió con las más de 40 mil personas que sufrieron la cancelación arbitra-
ria de su nacionalidad. Tampoco hay evidencia de que la Registraduría 
verificara el riesgo de apatridia entre las hijas e hijos de los afectados 
(Becerra et al., 2022).

La privación de la nacionalidad se suele justificar mediante argumentos 
de que se está fortaleciendo la institución de la ciudadanía y la nacionali-
dad. No obstante, tal como han notado investigadores del derecho (Mac-
klin, 2018), su uso descuidado suele corroer la certidumbre que hace de la 
nacionalidad y la ciudadanía un vínculo importante entre Estado e indivi-
duo.

El principal daño económico se dio a causa de que, mediante la cancela-
ción de la cédula, los individuos perdieron su empleo. Sin embargo, exis-
ten otros mecanismos que conectan la cancelación con el daño económi-
co, como la pérdida de ahorros y los costos de los trámites que se requie-
ren para la restitución de este documento. Se debe considerar que el 
daño económico genera una pérdida no sólo para el individuo cuya 
cédula fue cancelada y su familia, sino que, como se explicará más ade-
lante, el daño económico limita el potencial humano que redunda en un 
daño para la economía colombiana en general.

Daño económico

Figura 3. Diagrama representando 
los mecanismos de dano economico 

generados por la anulacion de 
registros y cancelacion de la 

cedula

Cancelación de la 
cédula

Pérdida de empleo

Pérdida de ahorros

Costos asociados con la
recuperación

Precarización económica

Pérdida de ingresos

Pérdida de potencial económico
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De entre los testimonios recogidos, queda claro que las personas de me-
nores ingresos, que tenían un trabajo en donde ganaban un salario 
mínimo o cercano al mínimo, fueron los más vulnerables a la pérdida de 
empleo. Es decir, quienes ya tenían mayor vulnerabilidad económica y 
menos recursos para lidiar con una pérdida de ingresos, fueron también 
los más expuestos a la pérdida de empleo. En nuestra muestra, no todos 
lo perdieron: quienes ya de por sí trabajan en la economía informal, sin 
prestaciones y a veces ganando menos que el mínimo, no lo perdieron, 
aunque sí perdieron la oportunidad de solicitar un empleo formal. No 
obstante, sufrieron daños económicos de otra índole.

La pérdida de empleo a causa de la cancelación de la cédula no sólo re-
presenta una pérdida grave de ingresos: en muchos casos expulsó a los 
individuos de sus empleos en la economía formal, empujándolos hacia la 
precarización laboral, con trabajos informales, menos estables o irregu-
lares, de menor sueldo y sin prestaciones de ley. Entre los casos que 
hacen parte de la muestra de este informe que perdieron su trabajo 
formal, la mayoría seguía en la informalidad al momento de ser entrevis-
tados, es decir, llevaban cerca de medio año sin haber podido reingresar 
al trabajo formal. Numerosos estudios han demostrado que la precariza-
ción laboral en sí misma tiene efectos perjudiciales sobre la salud y el ca-
pital humano (McMillan y Shanahan, 2021, Battacharya y Ray, 2021 y Es-
cudero-Castillo et al., 2022). En el caso de Miguel, por ejemplo, su trabajo 
en una empresa de logística representaba una inversión de tiempo para 
especializarse y de entrenamiento, pero perdió la trayectoria ascendente 
al interior de la empresa cuando su cédula fue cancelada. Se vio forzado 
a trabajar en un empleo informal y precarizado. Sin embargo, cuando le 
restituyen la cédula y logra obtener un empleo, este es igualmente preca-
rio, sin prestaciones y con días y horarios de trabajo irregulares: apenas 
tres días a la semana. El efecto sobre la capacidad de insertarse al mer-
cado laboral es relativamente a largo plazo.

El caso de “Bartolomé”, otro de los entrevistados, ilustra también los 
daños económicos generados a partir de la cancelación de la cédula y la 
consecuente precarización en este ámbito. Aunque los daños identifica-
dos no son particularmente altos, son típicos entre quienes perdieron el 
empleo a raíz de la cancelación.
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Bartolomé estudió ingeniería en Venezuela, pero nunca logró convalidar 
sus estudios en los diez años que lleva viviendo en Colombia. Su padre 
era colombiano, y obtuvo la cédula de ciudadanía en 2016. Gracias a 
esto, en pocos meses logró conseguir un empleo formal hasta 2020, 
donde pasó de ganar 20,000 COP por día -cuando hubiera trabajo- a 
ganar 1.8 millones de pesos al mes -en turnos regulares-, con las presta-
ciones de ley, incluyendo un seguro médico privado y pago por horas 
extras y fines de semana.

De 2020 a 2021 trabajó en varios empleos informales. Le ofrecieron en 
2021 regresar a la empresa en la que trabajó de 2016 a 2020 con un mejor 
cargo, cuyos ingresos serían de 2 millones COP por mes, junto con presta-
ciones. Sólo pudo estar unos pocos meses, puesto que la Registraduría 
anuló su registro civil. Esto provocó la cancelación de su cédula, la cance-
lación de su seguro de salud y que perdiera el trabajo. Su jefe le dijo: “no 
te podemos tener porque tú sabes el riesgo que puedes correr [en la em-
presa]”. Sin EPS  , lo tendrían que despedir del trabajo.

Estuvo varios meses sin cédula hasta que logró recuperarla gracias a la 
ayuda de una de las organizaciones autoras de este informe. No obstan-
te, la recuperación de la cédula no vino aparejada con una recuperación 
del trabajo en la empresa. Por el contrario, Bartolomé sólo encontró tra-
bajo como guardia de seguridad, donde -al momento de la entrevista- 
ganaba 1 millón COP mensualmente con turnos de 24 horas, sin presta-
ciones ni EPS al ser un trabajo informal. El proceso de precarización de 
Bartolomé muestra cómo un ingeniero -cuando se le niega un documento 
clave como la cédula- puede terminar en un trabajo que desaprovecha 
sus conocimientos y habilidades. Su empleo incluye hacer esfuerzos físi-
cos extenuantes que, según narró, podrían “causarle una hernia” sin 
tener EPS y estar desprotegido.

El caso de Bartolome -  
Ilustracion de como la 

cancelacion de la 
cedula genera danos 
economicos graves 

mediante la perdida de 
empleo
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35 Entidad Promotora de Salud. Se usa el acrónimo para hablar en general de seguro médico.
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Vale la pena anotar que Bartolomé y su esposa tuvieron que usar 3 millo-
nes, de 4,5 millones COP que tenían ahorrados, para complementar la 
disminución del ingreso de Bartolomé. Estos ahorros los tenían destina-
dos para abrir una repostería, ya que la esposa de Bartolomé es reposte-
ra. Con la pérdida de estos, se estropearon los planes a futuro de Bartolo-
mé y su esposa, así como la economía colombiana perdió una oportuni-
dad de emprendimiento en su territorio. Esta dinámica ilustra cómo la 
cancelación de la cédula dañó planes a futuro.

Por último, Bartolomé, como todos los partícipes del estudio para este in-
forme, sufrió daños económicos a raíz de la cancelación de la cédula, 
puesto que estuvo obligado a gastar tiempo y dinero para viajar seis 
veces a una ciudad principal, con el único fin de ir a las oficinas de la Re-
gistraduría para averiguar los motivos de la cancelación de su cédula. 
Esto representó una pérdida de tiempo en el que podría estar trabajando, 
además de los costos de los viajes. Asimismo, cuando finalmente tuvo co-
nocimiento de la documentación que requería para subsanar el proble-
ma señalado por la Registraduría en su registro, Bartolomé tuvo que 
pagar 700 mil COP para que un gestor en Venezuela le ayudara a aposti-
llar su certificado de nacimiento en ese país.

Tomando en cuenta el ingreso perdido, los ahorros utilizados y los costos 
de recuperación de la cédula, se podría argumentar, de manera aproxi-
mada, que los daños económicos de la cancelación de cédula para Bar-
tolomé suman entre 7 y 10 millones de pesos.

Esto equivale a diez meses de su 
sueldo en la actualidad.

La trayectoria económica de Bartolomé muestra cómo la anulación de re-
gistros y la cancelación de la cédula generó daños económicos muy im-
portantes mediante la pérdida de trabajo. Además, precarizó   la condi-
ción laboral de Bartolomé, llevándolo a aceptar un trabajo peor pagado y 
con peores condiciones.

Asimismo, el caso de Bartolomé muestra que la pérdida y readquisición 
de la cédula no son procesos simétricos, ya que el daño ocasionado no se 
deshace de manera inmediata. Mientras que con la cédula Bartolomé 
tenía la posibilidad de optar por trabajos en la economía formal e infor-
mal, dependiendo de cuál le ofrecía mejores condiciones, con la pérdida 
del documento, perdió también su capacidad de optar por trabajos for-
males, que le brindan mejores prestaciones y, por lo general, mejores sa-
larios. Al poder optar sólo por trabajos informales, disminuyó su capaci-
dad de negociación frente a potenciales empleadores.

No se sabe cuánto podría durar la precarización laboral de quienes per-
dieron su cédula colombiana, pero será un punto clave a considerar. 
Basta aquí con subrayar que la cancelación de la cédula tiene estos efec-
tos inmediatos sobre los individuos y que pueden tener consecuencias 
adversas y duraderas.

La Figura 4 muestra de manera esquemática el proceso del daño econó-
mico mediante el empleo generado por la cancelación de la cédula.

36 Es decir, perdió prestaciones, ya no tiene un horario laboral estable, no tiene un ingreso mínimo asegurado al mes.
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La trayectoria económica decreciente de Bartolomé fue típica de quienes 
perdieron su cédula en la muestra que hace parte de este estudio. Varios 
de los testimonios recogidos narran una trayectoria similar o, incluso, 
peor. Por consideraciones de extensión, no se desarrollan otros casos en 
donde se presentaron trayectorias similares.

La pérdida de ahorros en las familias afectadas también es una conse-
cuencia importante de considerar. En la mayoría de los testimonios se 
evidenció que, a partir de la pérdida del empleo y la precarización laboral 
que deviene, las familias tuvieron que recurrir a sus ahorros para suple-
mentar el ingreso perdido. La pérdida de ahorros, a su vez, descarrila la 
planificación económica de las familias, con menoscabo del potencial 
económico para la sociedad receptora (en este caso, Colombia). Despro-
vistos de los ahorros que habían acumulado, mediante su trabajo, desde 
que migraron a Colombia, las familias se vieron obligadas a modificar 
sus planes inmediatos. Todos aquellos que perdieron su trabajo en la 
muestra de este estudio, indicaron que, a raíz de la cancelación de la 
cédula, tuvieron que utilizar sus ahorros para complementar el salario.

Más aún, se deben considerar los costos, en dinero y tiempo, que los suje-
tos enfrentaron para la recuperación de la cédula. “Edna”, una mujer de la 
tercera edad, que vive en una ciudad intermedia de Colombia, comentó 
que tuvo que invertir 5 o 6 días en “vueltas” en la Registraduría. “Miguel”, 
en su entrevista indicó que hizo cerca de cinco viajes a oficinas de la Re-
gistraduría para obtener información sobre su situación. Varios testimo-
nios dan cuenta de información contradictoria, fragmentaria o confusa 
brindada por parte de los funcionarios de las oficinas en la Registradu-
ría, lo cual aumentó el tiempo que tuvieron que invertir en buscar una so-
lución. Además, en varias ocasiones, el personal de las oficinas de la Re-
gistraduría solicitó, en contravención a su propia reglamentación, docu-
mentos apostillados.

Conseguir una partida de nacimiento venezolana legalizada y apostilla-
da tiene un costo elevado que se vuelve prohibitivo para muchos de los 
individuos (UCAB, 2021)  . Además, existen dificultades logísticas; incluso 
pagando costos elevados no hay garantía de obtenerla, y es un proceso 
que puede llegar a tardar hasta más de seis meses. La Registraduría no 
tomó en cuenta los costos y la dificultad de obtener este documento en 
Venezuela  . Sin un consulado venezolano en Colombia que pudiera tra-
mitar este documento, se debe obtener mediante un viaje a Venezuela o 
a través de un gestor de documentos. El viaje a este país es costoso, peli-
groso y muchas personas binacionales temen por su seguridad al regre-
sar, por lo que no es una opción viable para ellos. “Jimena”, hija de una 
persona en situación de desplazamiento por cuenta del conflicto armado 
colombiano, que perdió su trabajo a raíz de la cancelación de su cédula 
colombiana, contó que no cuenta con los 200 mil pesos colombianos que 
le costaría contratar a un gestor en Venezuela para la recuperación de los 
documentos colombianos, adicional a ello, mencionó que el pago de esta 
suma no es garantía de cumplimiento por parte del gestor de documen-
tos. Por su parte, “Bartolomé” pagó 700 mil pesos colombianos para obte-
ner ese documento a distancia. “Adriana”, cuyo testimonio se relacionó 
anteriormente, pagó 500 dólares estadounidenses para conseguir una 
partida apostillada.

El presente estudio apunta a que los individuos y familias de menores in-
gresos y menor capital social, que contaban con un trabajo en la econo-
mía formal, sufrieron mayores daños económicos. Los testimonios de 
personas con ingresos más altos y con labores empresariales o ejecuti-
vas, muestran que sus trabajos fueron menos rígidos y tenían menos pro-
babilidad de perder ingresos. Es decir, la cancelación afectó más a las 
personas y familias más pobres que tenían trabajos formales. No obstan-
te, incluso entre individuos con ingresos más altos y trabajos que reque-
rían grado universitario o ejecutivos hubo daños económicos o riesgo de 
daños económicos graves por la cancelación de la cédula.

37 Al respecto, la Corte Constitucional de Colombia reiteró en la Sentencia T-393 del 9 de noviembre de 2022 que “es desproporcionado exigir el 
trámite de apostilla de un documento extranjero cuando es un hecho notorio la imposibilidad de los solicitantes para cumplirlo”. Adicionalmente, 
aunque tratándose en el caso en concreto de refugiados reconocidos, señaló que “obligar a la accionante a retornar a su país para apostillar un 
documento desconoce el principio de no devolución reconocido a la población refugiada”. Esta afirmación podría ser extensible a un número 
significativo de personas que han debido huir de Venezuela porque su vida, libertad, integridad o seguridad corrían riesgo.
38 Si bien la apostilla puede ser tramitada por terceros en Venezuela y es plenamente viable, los funcionarios de la Registraduría no permitieron 
que las apostillas tramitadas así se utilizaran para este proceso.

37
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Por ejemplo, “Adriana”, que trabaja en el departamento de ventas de una 
empresa multinacional y gana cerca de diez veces el salario mínimo men-
sual, no podía viajar al extranjero, cuando le cancelaron su cédula, por 
miedo a que las autoridades la detuvieran al revisar sus documentos en 
el aeropuerto. Su jefe le dio dos meses de tolerancia y ella logró recuperar 
su cédula en este tiempo, pero de no haberlo hecho habría perdido su 
trabajo en vista de que su labor requiere viajes internacionales. “Edwin”, 
empresario binacional de servicios de marketing, dejó de tener reunio-
nes importantes y se vio forzado a pausar sus inversiones debido a la in-
certidumbre causada por la cancelación de la cédula. Quienes laboran 
en el sector informal de la economía tienen menos riesgos de perder el 
trabajo y la calidad de sus trabajos es menor, puesto que sus empleos no 
dependen de un contrato que requiera cédula, ni de afiliación al sistema 
de salud. Se requieren más estudios para constatar cuán generalizada 
fue la pérdida de empleo a partir de la cancelación de la cédula, pero, 
como ha quedado constatado aquí, es altamente probable que la pérdida 
de empleo se diera de manera amplia y afectara a individuos y familias 
de menores ingresos con empleos formales. Este estudio es la puerta de 
entrada para asentar el camino causal. La pérdida de prestaciones que 
vienen con empleos formales significa también la pérdida de seguro de 
salud para familiares, como se detalla posteriormente.

La privación arbitraria de la nacionalidad, que llevó a cabo la Registra-
duría mediante la anulación de partidas de nacimiento y cancelación de 
la cédula, no sólo afectó a los individuos poseedores de estos documen-
tos. Registramos importantes daños a familiares, sobre todo a hijos e 
hijas y parejas de quienes perdieron su cédula. La investigación socioló-
gica ha identificado cómo cambios de estatus migratorios rara vez afec-
tan sólo al individuo directamente afectado. Por el contrario, se sabe que 
estas políticas tienen un efecto cascada (Aranda et al., 2014) que resultan 
en un castigo multigeneracional (Enríquez, 2015), en donde se puede  
constatar que acciones estatales que afectan jurídicamente sólo a un in-
dividuo afectan a sus familiares, dependientes o círculo social más inme-
diato.

Daño a la familia: efecto cascada y castigo 
multigeneracional

De este modo, se puede argumentar claramente que los impactos de 
ciertas políticas, sobre todo aquellas con efectos tan profundos como la 
privación arbitraria de la nacionalidad y la subsecuente cancelación de 
documentos claves, tales como la cédula, tiene efectos inmediatos sobre 
dependientes y los hijos menores de edad sufren desproporcionadamen-
te por las políticas de exclusión. Por ejemplo, Smith et al. (2021) muestran 
cómo la imposibilidad de obtener una licencia de conducir para migran-
tes en Nueva York resulta en daños psicosociales a los niños de los hoga-
res migrantes.

Perder la cédula generó daño económico, confusión, estrés y daño sicoló-
gico, así como la incapacidad de realizar distintos trámites. No sorpren-
de, entonces, que la cancelación de la cédula y la privación de la nacio-
nalidad afecte no sólo a los individuos directamente involucrados sino 
también a sus parejas e hijos/hijas. En este informe no se hará una lista 
exhaustiva de todos los mecanismos y procesos de daño causado por la 
cancelación a hijos, familiares y el círculo más inmediato, sino que sólo se 
describirán algunos ejemplos de este fenómeno sociológico a modo de 
ilustrar cómo se conecta la cancelación de la cédula con el daño a otros 
familiares, ocasionando el efecto cascada y daño multigeneracional 
mencionado.

Distintos tipos de daños al individuo pueden generar un efecto cascada. 
Los niños son especialmente vulnerables a este efecto por su dependen-
cia. Por ejemplo, el daño económico ocasionado por la pérdida de la 
cédula puede convertirse en inseguridad alimentaria para niños/niñas; 
también puede llevar a interrumpir planes, por ejemplo, evitando que 
miembros de la familia continúen con el estudio. La inseguridad alimen-
taria en niños/niñas, a su vez, se puede convertir en problemas de salud 
o de desarrollo normal de la infancia. El caso de “Jimena” ilustra cómo la 
cancelación generó daños económicos que repercutieron en su hogar, 
afectando a sus hijas y esposo. La seguridad alimentaria del hogar es un 
concepto que incluye no sólo el acceso a suficientes calorías, sino tam-
bién a comida saludable, segura y que corresponda con las preferencias 
del hogar (Pinstrup-Andersen, 2009). Una dieta con poca diversidad, 
debido a la falta de ingresos o de acceso a alimentos, se considera como
�una situación en donde existe inseguridad alimentaria (Mahmudiono et 
al., 2020).
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El caso de Jimena - 
Ilustracion de como la 

cancelacion de la 
cedula genera danos 

multigeneracionales y 
efecto derrame, mas 

alla del individuo 
poseedor de la cedula

Jimena es una mujer de edad media, hija de un colombiano desplazado 
forzadamente por causa del conflicto armado colombiano, que se esta-
bleció e hizo su vida en Venezuela. Ella se mudó a Colombia en 2016 con 
su hermano, su esposo venezolano, sus dos hijas - que al momento de 
este estudio tenían 20 y 17 años- y en Colombia tuvo una tercera hija que 
tiene tres años.

Jimena consiguió empleo en una empresa agrícola sofisticada, reco-
giendo flores de exportación en un invernadero. Este trabajo era de 
tiempo completo, formal y con un salario mínimo mensual de poco más de 
millón de pesos colombianos, contando el auxilio de transporte. Como 
empleada formal, Jimena recibía ingresos adicionales por trabajar horas 
extra y fines de semana, además de seguro médico para ella y su familia. 
Por las horas extras y los domingos, Jimena llegaba a ganar un total de 3 
millones de pesos por mes en la temporada de mayor trabajo.

Tanto Jimena como sus hijas obtuvieron cédulas de ciudadanía, en vista 
de que tenían derecho a la nacionalidad colombiana por parte del padre 
de Jimena, que emigró a Venezuela en la década de 1980.

En enero de 2022, después de que Jimena tomara un tiempo sin trabajar 
para estar con sus hijas, a quienes veía poco a causa del trabajo, la em-
presa agrícola no la volvió a contratar a pesar de necesitar trabajadores, 
ya que su cédula había sido cancelada. Jimena tenía presupuesto para 
el tiempo que estaría sin trabajar, pero contaba con que la empresa la 
volviera a contratar. Se vio forzada a trabajar en el sector informal, ha-
ciendo trabajos de bajos ingresos y sin prestaciones sociales. Su hija de 
20 años también se vio obligada a trabajar, interfiriendo con sus planes 
de hacer un curso técnico especializado; su hija de 17 también ha puesto 
en pausa sus planes de estudiar. El esposo, que tiene una hernia grave 
en la espalda, sólo consiguió trabajo manual en el sector informal que 
está contraindicado para él por el riesgo de que su hernia se agrave se-
veramente.
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La pérdida de empleo de Jimena “castigó” a sus hijas y les obligó a inte-
rrumpir sus planes de continuar con el estudio, forzándolas por necesi-
dad a comenzar a trabajar. El esposo de Jimena también tuvo que conse-
guir un trabajo que pone en riesgo su integridad física.

Para el momento de la entrevista (en junio de 2022), Jimena había gasta-
do todos sus ahorros y le debía dinero a familiares. Sus trabajos eran in-
formales y esporádicos y ganaba por debajo del salario mínimo de 
manera inestable.

En el hogar de Jimena, la comida es escasa y debe ser muy cuidadosa 
con la compra de la misma. Hay pocas opciones, por lo que hay una dieta 
monótona: por ejemplo, narra que no puede comprarle fruta a su hija de 
tres años a pesar de que ella se lo pide. En su testimonio, Jimena era 
consciente de la deficiente alimentación que le estaba dando a su hija 
más pequeña. No obstante, no tenía cómo comprar comida más nutritiva 
y variada: había dejado de darle frutas y verduras a su hija menor, quien 
además tiene problemas de estrabismo y, debido a que sin su trabajo 
formal no tiene seguro médico, no puede llevarla a citas médicas regula-
res. Sólo tiene acceso a atención médica de urgencia: 

“Hay que hacerle cambio de gafas 
y ese tipo de cosas, y no puedo 

hacerselo”.

El caso de Jimena y su familia, ilustra los fenómenos descritos en la litera-
tura de investigación sociológica de derrame y castigo multigeneracio-
nal, que son típicos de políticas que generan exclusión a los adultos. 
Estas, aun cuando no tienen como objeto causarles daño a menores de 
edad u otros miembros de la familia, terminan por ocasionar daño a hijas 
e hijos. El estrés migratorio, el trauma sicológico y la inseguridad alimen-
taria que vemos en el caso de Jimena y que muchos de los testimonios re-
latan, pueden tener efectos negativos a mediano y largo plazo, ya que 
pueden disturbar el normal desarrollo psicosocial de los menores (Galle-
gos et al., 2021).



36

Utilizando fragmentos de los testimonios de Jimena, Ignacio, Adriana y 
Bartolomé, podemos apreciar en las propias palabras de las personas 
afectadas cómo la cancelación de cédula se derramó hacia la familia.

Jimena en sus propias 
palabras

[Antes de la cancelación y cuando aún tenía trabajo] por lo menos sí les 
tenía una estabilidad a mis niñas, pues por lo menos, a la niña pues yo le 
pagaba su jardincito, ella estaba yendo al jardincito, su comidita, su fruti-
ca... [Pero ahora, sin trabajo] es un sentimiento terrible que mi niña me 
diga “mami, quiero frutas...” no tengo [solloza]...pero vine de Venezuela 
huyendo de eso, para venir acá [llora] y es lo mismo.

Bartolome en sus 
propias palabras

Me duele por mi hija. Soy el único cabeza del hogar. Cuando ella se queda 
sin pañales, sin comer, ¿cómo le hago con ella?

Adriana en sus propias 
palabras

Te voy a decir algo, a mi esposo sí le dio un ataque de pánico, casi le da 
un derrame. Eran muchas cosas, entonces pues se encontraba con 
mucha presión. Creímos que era un infarto. Él acudió a la clínica, y todo 
se debía al estrés... la angustia de posiblemente perder el trabajo [el tra-
bajo del esposo dependía de su visa de cónyuge, por lo que era vulnera-
ble con la cancelación de la cédula de Adriana].
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Daño sicológico

La privación arbitraria de la nacionalidad, que incluyó la anulación de re-
gistros y la cancelación de la cédula, causó un daño sicológico alto. Si 
bien no todos los sujetos perdieron el empleo o fueron detenidos por la 
policía y llevados a una URI, la incertidumbre generada por la cancela-
ción repentina de la cédula, así como la pérdida de ingresos que se dio 
en la mayoría de los casos, generó angustia y estrés que afectaron no 
sólo a los individuos que perdieron la cédula, sino también a sus familia-
res.

Como parte de la entrevista para recoger los testimonios, se pidió a los 
partícipes del estudio que contestaran las preguntas que forman parte 
de la prueba de trastornos sicológicos Kessler 10 -llamado K10- (Kessler 
et al., 2003), adaptando el instrumento para que contestaran con base en 
la experiencia vivida durante los meses en los que no tenían cédula y 
posteriormente, en el momento de la entrevista  . No todos los partícipes 
del estudio habían recuperado su cédula para el momento de la entrevis-
ta, pero quienes la habían recuperado tenían un puntaje menor en el 
Kessler 10. Cuando pedimos a los sujetos recordar el tiempo que estuvie-
ron sin cédula, la distancia en la escala K10 era notable frente a la actua-
lidad. Del mismo modo, habiendo recuperado la cédula, el puntaje K10 
era mucho menor. Por ejemplo, Bartolomé, que logró recuperar la cédula 
después de haber sufrido un alto grado de ansiedad a causa de su pérdi-
da, al recuperarla describió la sensación de la siguiente manera: “Le 
llega el alma al cuerpo... vuelve uno a nacer”.

Además de las escalas K10, los testimonios dieron cuenta de evidentes 
daños sicológicos reflejados en el estrés y angustia, sufridos por quienes 
pasaron por este proceso, así como sus familiares. Por ejemplo, Miguel 
narró cómo contempló suicidarse a raíz de la pérdida de la cédula. 
Jimena lloró a lo largo del testimonio recordando la angustia que sintió 
durante los meses en los que permaneció sin cédula y, sobre todo, frente 
a la imposibilidad de pagarle el jardín infantil y comida a su hija. Edwin, 
un empresario binacional que tiene una empresa de marketing en una 
ciudad de Colombia, fue llevado a una URI mientras estaba esposado y 
allí sufrió violencia física y simbólica (a través de actos xenófobos); a 
partir de esa experiencia, se siente nervioso cuando ve a la policía. Fue 
tan angustiante que prefirió alquilar una casa en el campo en donde no 
tiene que ver o interactuar con la policía. El esposo de Adriana, tal como 
se mencionó anteriormente, sufrió un ataque de pánico que confundió 
con un infarto, a raíz de la cancelación de la cédula de su esposa y el 
estrés que acompañó este proceso.

Es patente que la anulación del registro y la cancelación de la cédula, 
aunado a los trámites, confusión y consecuencias económicas, genera-
rían angustia y estrés, como lo dijeron todas las personas que dieron su 
testimonio. No obstante, vale la pena remarcar que sólo el caso más ex-
tremo de estrés dijo que contempló suicidarse: el caso de Miguel sirve 
como alerta sobre el potencial de daño sicológico que encierra la cance-
lación de la cédula y la privación arbitraria de la nacionalidad. El estrés, 
la angustia y los trastornos sicológicos sufridos por individuos y familia-
res es similar al efecto que investigadores han detectado entre sujetos de 
políticas migratorias coercitivas de exclusión. Estos han demostrado que 
acciones del Estado pueden generar estrés, ansiedad, depresión y otros 
trastornos sicológicos (Becerra et al., 2020 y Castañeda et al., 2015), inclu-
yendo los hijos de los sujetos a estas políticas (Cardoso et al., 2021). La in-
vestigación sociológica y de salud pública ha demostrado que el miedo a 
las autoridades y el estrés generado por estas interacciones excluyentes 
del Estado tiene consecuencias negativas serias para la salud (Artiga y 
Ubri, 2017) y pueden registrarse niveles muy altos de malestar sicológico 
entre los hijos al interior de estas familias (Barajas-Gonzalez et al., 2018).

39 El instrumento K10 consiste en diez preguntas de opción múltiple que detectan trastornos sicológicos asociados a la depresión y la ansie-
dad. Se ha demostrado que el K10 es una medida válida y confiable para detectar trastornos sicológicos en contextos diversos, entre poblacio-
nes diversas y no requiere de levantarse por personal clínicamente entrenado.

39
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Interrupción del proceso de integración de 
migrantes de retorno y daño al potencial 

humano

La cancelación de la cédula generó una interrupción en el proceso de in-
tegración de los migrantes de retorno mediante el fenómeno de la violen-
cia legal (Menjívar y Abrego, 2012), que, a su vez, lleva a la pérdida del po-
tencial humano. En esta última sección del informe, se reportan estos 
daños. Identificamos cuatro procesos que interrumpen la integración y 
que son en sí mismos importantes para documentar como daños. El pri-
mero es la exclusión del mercado laboral formal (abordada anteriormen-
te) relativa a los daños económicos. Los otros procesos son la violencia 
legal, la pérdida de confianza en la autoridad y, finalmente, la trasgresión 
de los planes a futuro, lo que equivale a una pérdida de potencial 
humano.

La violencia legal se refiere a los efectos acumulativos que puede tener la 
ley sobre grupos excluidos y, en particular, personas en condición de mo-
vilidad (Menjívar y Abrego, 2012). Aunque este concepto se desarrolló en 
el contexto de migrantes centroamericanos en Estados Unidos de Améri-
ca (EUA), se observa que la anulación de registros y cancelación de la 
cédula sin debido proceso fue un acto de violencia legal en donde indivi-
duos y familias experimentaron la violencia acumulada de la incertidum-
bre, la pérdida de estatus, la violencia simbólica de la exclusión y se acre-
centó la vulnerabilidad de los sujetos. Como señalan Menjívar y Abrego 
(2012), este tipo de violencia se hace en nombre de la ley y no tiene un res-
ponsable claro. Genera incertidumbre, confusión y obstaculiza la movili-
dad social y la integración migrante, al interponer barreras burocráticas 
y legales para su incorporación.

La violencia legal se expresa de manera más clara en los casos en los 
que la cancelación de la cédula generó una detención de la policía, 
donde los sujetos sintieron temor, desconocimiento, discriminación y, en 
dos casos, fueron sometidos a violencia física. De los diez testimonios re-
cogidos como parte medular de la investigación, Miguel, Ignacio y 
Edwin fueron detenidos y llevados a una URI esposados en una patrulla. 
Los testimonios de individuos que fueron detenidos muestran que sintie-
ron aterrorizados y humillados, además estaban totalmente confundidos 
al saber que no habían cometido crimen alguno.

Otro aspecto de la violencia legal sufrida es la incertidumbre y confusión 
que acompañó el proceso, así como los arrestos que tres de las personas 
entrevistadas sufrieron. En el ejemplo más extremo de los testimonios, 
Miguel nos relata, por ejemplo, que en algún momento camino a la URI 
sintió que estaban por desaparecerlo y hacer de él un “falso positivo”. En 
su testimonio narra que se sintió “traicionado y vulnerado... traicionado 
porque obtuve mi nacionalidad y soy un ciudadano colombiano en este 
territorio... fue la peor experiencia del mundo”. El caso de Miguel muestra 
el grado al que puede llegar la violencia legal emanada de la anulación 
de registro y cancelación de cédula, puesto que incluso al interior de la 
URI sufrió un ataque y una agresión sexual. Del mismo modo, Ignacio y 
Edwin relatan que sufrieron maltrato físico cuando fueron detenidos por 
la policía y llevados a la URI, incluyendo estar esposados durante 24 
horas al interior del recinto, incluso falta de comida y agua, además de 
recibir insultos xenófobos.
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Ignacio en sus propias 
palabras:

...Mire, eso lo que hicieron con nosotros, fue una injusticia...
[Durante la requisa de costumbre] me solicitó un policía la cédula y llegó 
me dijo “usted... usted va detenido” y yo le dije “yo nunca he estado preso, 
yo nunca he hecho nada, o sea, ¿cómo voy a ir detenido?” no, yo le dije 
“¿usted estaba bromeando conmigo?... o sea” ... dice “no, usted está soli-
citado aquí por falsa identidad” yo le dije “no, que es que yo estoy legal, 
yo estoy claro que nunca hice nada ilegal” entonces [le dijeron] “no, que 
usted está detenido”... y me esposaron, o sea, fue todo tan arbitrariamen-
te que me aventaron a un cuartico como con quince delincuentes... me 
pararon al lado del sanitario así esposado a dormir. No dormí, o sea, 
parado ahí toda la noche esposado.

[Expresando el miedo que tuvo ese día, detenido en la Unidad de Reac-
ción Inmediata] Es como de que a usted lo agarren y lo echen ahí con 
unos leones, que sabe que de pronto cualquiera de esos tipos se lanzó y 
se lo come... por favor...

Edwin en sus propias 
palabras:

Edwin en sus propias palabras: Edwin relata cómo un policía le llamó 
“veneco” y le insultó, ya que este lo acusó de haber “comprado la naciona-
lidad... Pues obviamente yo le digo mire, yo hice el trámite perfectamente 
y le puedo asegurar que yo de aquí salgo... entonces empezó a insultar-
me... que ‘veneco hijo de puta’ y no sé qué decir”.

Ser esposados y detenidos por la policía, sin conocer las razones, se 
suma al maltrato, humillación, miedo y discriminación que sintieron. 
Estos tres casos demostraron también alto impacto sicológico relaciona-
do a la violencia legal que sufrieron a partir de la cancelación: Miguel 
narró (con se menciona anteriormente) haber contemplado suicidarse y 
Edwin incluso se mudó fuera de la ciudad, a una casa en el campo que no 
conoce y donde tendría menos posibilidad de encontrarse con la policía 
por miedo a revivir el tiempo en la URI y el arresto.

No obstante, la violencia legal no sólo afectó a quienes se enteraron de la 
cancelación mediante un arresto. Estos fueron sólo los casos en donde 
se observa esta dinámica de manera más clara. Todos los testimonios re-
cogidos muestran que la privación arbitraria de la nacionalidad les hizo 
sentir enorme confusión, desprotección y una sensación de ser colom-
bianos de segunda. Más aún, los testimonios recogidos muestran que 
las oficinas de la Registraduría daban información parcial, a menudo 
contradictoria y confusa. Los sujetos tuvieron que dedicar mucho tiempo 
simplemente para entender por qué les habían anulado el registro y can-
celado la cédula, en especial quienes no viven en una ciudad y debieron 
trasladarse a una urbe para ir a una oficina de la Registraduría. Muchos 
individuos no podrían tomarse el tiempo del trabajo ni el esfuerzo de 
acudir a estas oficinas.

En vista de la violencia legal sufrida por estos individuos, consecuente-
mente se creó una pérdida de confianza hacia las autoridades colombia-
nas. La investigación sobre la integración migrante (Bean et al., 2012) 
indica que la integración de los inmigrantes no depende sólo de la adap-
tación de los individuos y las familias en el país de destino, sino también 
de que existan condiciones para la recepción y el desarrollo de estos en 
el país de acogida. La pérdida de confianza daña la integración de estos 
migrantes de retorno y sus familias tal como se ha demostrado en diver-
sas investigaciones (Okamoto et al., 2020).

Colombia desaprovecha, de este modo, la capacidad de generar condi-
ciones ideales de integración a sus connacionales que retornan.
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Jimena sus propias 
palabras:

Yo sí tengo mi cédula, pero ... imagínese, yo ya me da miedo presentarla y 
que me lleguen a agarrar presa también...

... yo ya aquí soy otra venezolana, no tengo ese derecho, no me considero 
con el derecho de, que me [titubea] que tengo por ser hija de un colom-
biano... yo me aterrorizo de sacar mi cédula ...

El Estado tiene la capacidad de moldear el potencial humano, en particu-
lar cuando se trata de inmigrantes recientes (Gowayed, 2022), y la priva-
ción arbitraria de la nacionalidad claramente obstaculiza la integración 
y merma el potencial de los colombianos que retornaron y fueron afecta-
dos. En el caso de los migrantes de retorno, ciudadanos binacionales ve-
nezolanos-colombianos, que decidieron o se han visto forzados a hacer 
su vida en Colombia, el Estado colombiano tiene la responsabilidad par-
ticular de crear la condiciones para que el proceso de integración no se 
vea obstaculizado. La integración puede entenderse como la capacidad 
de las personas de ejercer los derechos que les corresponden y de desa-
rrollarse en busca de la construcción de una vida plena. En este sentido, 
el Estado debería buscar promover la integración de los migrantes de re-
torno y, cuando menos, no obstaculizar la integración. La anulación de 
registros y cancelación de la cédula erosiona de manera importante la 
capacidad de planificar a futuro de las personas afectadas y perjudicó 
los planes que tenían los individuos y familias, dañando su potencial de 
desarrollarse plenamente.

Desilusión. La verdad mucho coraje...Algo muy difícil para mí. De toda mi 
familia, el único afectado fui yo...No puedo creer que me hayan hecho 
esto. Fue mucho tiempo que me mamaron gallo. Que me decían, no usted 
tiene que esperar, no usted tiene que esperar... Yo estoy pensando en 
coger mis cosas e irme pa’ Venezuela. Yo vine acá para tener una mejor 
vida. Me trataron como si yo fuera un ladrón. Yo no he robado ni un 
pedazo de pan...

...Cuando uno ve a la policía tiene que hacerse el loco y pasar para el otro 
lado...

...En la registraduría lo trataban a uno de maldita sea...Hay que esperar, 
hay que esperar...nunca me dieron respuesta en la registraduría.

...Me duele por mi hija. Soy el único cabeza del hogar. Cuando ella se 
queda sin pañales, sin comer, ¿cómo le hago con ella?

Se comprueba la importancia de este documento que es clave para el de-
recho a la identidad que, a su vez, permite el ejercicio de otros derechos, 
puesto que Bartolomé describe con efusividad la sensación de haber ob-
tenido la cédula restituida después de haber interpuesto una tutela de 
derechos. Cuando lo entrevistamos había recibido la cédula hace quince 
días:

Vuelve el alma al cuerpo...es como si hubiera vuelto a nacer.

Bartolome en sus 
propias palabras
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Conclusion y 
recomendaciones

Esta investigación muestra que la privación arbitraria de la nacionalidad, 
que llevó a cabo la registraduría de Colombia a ciudadanos binacionales 
colombo-venezolanos, tuvo efectos perjudiciales a los individuos y fami-
lias de los afectados. Podemos constatar que esta privación, que se dio 
mediante la anulación de registros civiles y la cancelación de cédulas de 
ciudadanía, causó un daño multidimensional y prevenible a los indivi-
duos y familias de los afectados. Nuestra investigación empírica de corte 
cualitativa recogió testimonios de una muestra teóricamente estratifica-
da. Estos testimonios se obtuvieron siguiendo métodos de la historia oral 
y la etnografía, y se analizaron mediante el rastreo de procesos y compa-
raciones al interior y entre casos. Los testimonios fueron triangulados 
con el conocimiento de los abogados y abogadas que han llevado en 
conjunto cientos de casos de cancelación de la cédula.

El daño es multidimensional porque perturba a múltiples ámbitos de la 
vida de los afectados: documentamos daños sicológicos, económicos, al 
derecho a la identidad y derechos asociados, violencia legal, además de 
que estos afectaron también a las familias de los individuos, en lo que 
identificamos como un efecto cascada y de castigo multigeneracional. 
Investigaciones sociológicas realizadas principalmente en Estados 
Unidos ayudaron a identificar los daños que emergieron del proceso de 
recolección y análisis de los datos. Por otra parte, el daño es prevenible 
porque la Registraduría no tenía causa material para privar de la nacio-
nalidad y cancelar la mayoría de estas cédulas. Más aún, la entidad no 
cumplió con el debido proceso y las garantías procesales que toda auto-
ridad debe respetar, máxime cuando los efectos de sus acciones son tan 
drásticos.
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Anexo A - Breve 
descripcion de la 

muestra de testimonios

Esta descripción de la muestra de personas que brindaron su testimonio no incluye datos personales identificables, en respeto a la protección 
del anonimato de los partícipes del estudio.

La muestratiene a 7 hombres y 3 mujeres. Todos salvo uno tienen pareja o padres dependientes y 6 tienen hijos que viven en su casa. Si bien 
se concentran en Bogotá o municipios aledaños, hay testimonios de Medellín y de una ciudad mediana del eje cafetero, cuyo nombre se exclu-
ye por protección del anonimato. En este sentido, el alcance geográfico de los testimonios está concentrado en ciudades, y una limitante de 
este estudio es su concentración en la experiencia urbana que podría tener dinámicas diferentes a las rurales. Quienes brindaron testimonios 
son de distintas edades: la persona más joven estaba iniciando la década de los veinte al momento de la entrevista y la persona de mayor edad 
tenía más de setenta años. Existe una varianza importante en el nivel de educación, así como del nivel de ingresos y de capital social de la 
muestra: la mayoría de los partícipes no cuentan con estudios de bachillerato completos, pero cuatro de los entrevistados cuentan con estudios 
universitarios y hasta posgrados completados. Las personas tenían estructuras familiares variables, pues hay quien tenía varios dependien-
tes (tres hijos y una pareja, o un familiar de la tercera edad) y quien, menos común, no tenía dependientes menores de edad. Sólo una persona 
parte de la muestra estaba ausente de familiares, lo que es de suma relevancia, en vista de que se ha detectado un castigo multigeneracional 
señalado anteriormente.

Cuatro de los que dieron su testimonio cuentan con estudios universitarios de pregrado o posgrado. Estos también desempeñaban profesio-
nes de alto estatus simbólico en Venezuela –mercadólogo, docente universitario, abogado, e ingeniero- aunque sólo dos de ellos lograron in-
sertarse en un ámbito profesional equivalente en Colombia. Entre los seis restantes, con menos que estudios universitarios, existe también una 
varianza importante: hay quien realiza trabajos manuales de servicios, otros con pequeños negocios y otros que viven de trabajos informales. 
Vale la pena anotar que, como se explicará abajo, la cancelación de la cédula ocasionó la pérdida de trabajo en siete de diez casos, lo que 
causó daños a las familias y generó una pérdida de potencial humano para la economía colombiana. La muestra también cuenta con una im-
portante varianza en el nivel de ingresos y de ahorros.




